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	AMHON

	Asociación de Municipios de Honduras


	ATIC

	Agencia Técnica de Investigación Criminal


	BANHPROVI

	Banco Hondureño de la Producción y la Vivienda


	BCH

	Banco Central de Honduras


	BTP

	Bonos Tecnológicos Productivos


	CCT

	Comisiones Ciudadanas de Transparencia


	CEEM

	Centros de Estabilización de Emergencia


	CEPAL

	Comisión Económica de América Latina


	CHEPES

	Centro Hondureño de Estudios de las Políticas Públicas


	CICIH

	Comisión Internacional contra la Corrupción e Impunidad en Honduras


	CICSI

	Comisión Interinstitucional para el Cumplimiento de las Sentencias Internacionales


	CICESCT

	Comisión Interinstitucional contra la Explotación Sexual Comercial y Trata de Personas de Honduras


	CIDH

	Comisión Interamericana de Derechos Humanos


	CIPPDEF

	Comisión Interinstitucional para la Protección de las Personas Desplazadas Forzadamente


	CIPPDV

	Comisión Interinstitucional para la Protección de las Personas Desplazadas Internamente por la Violencia


	CISMVMF

	Comisión Interinstitucional de Seguimiento a las Investigaciones de Muertes Violentas de Mujeres y Femicidios


	CNE

	Consejo Nacional Electoral


	COCOIN

	Comités de Control Interno Institucional


	COFADEH

	Comité de Familiares Detenidos Desaparecidos en Honduras


	CONADEH

	Comisionado Nacional de los Derechos Humanos en Honduras


	CONAPOA

	Coordinación Nacional de Pueblos Originarios y Afrohondureños


	CONASIDA

	Comisión Nacional de Sida


	CONETI

	Comisión Nacional para la Erradicación Gradual y Progresiva del Trabajo Infantil


	COPECO

	Comisión Permanente de Contingencias


	COPREV

	Consejo de Prevención de Violencia hacia la Niñez y Juventud


	DESA

	Empresa de Desarrollos Energéticos S.A.


	DGSP

	Dirección General del Sistema de Protección


	DINAF

	Dirección de Niñez, Adolescencia y Familia


	DINAFROH

	Dirección Nacional de Afrohondureños


	DIPPDIV

	Dirección para la Protección de las Personas Desplazadas Internamente


	FAPVS

	Fondo para el Manejo de Áreas Protegidas y Vida Silvestre


	FEP-ETNIAS/PC

	Fiscalía Especial de Protección a las Etnias y Patrimonio Cultural


	FHIS

	Fondo Hondureño de Inversión Social


	EIB

	Educación Intercultural Bilingüe


	ENEE

	Empresa Nacional de Energía Eléctrica


	ENTAH

	Estrategia Nacional de Transparencia y Anticorrupción en Honduras


	EPHPM

	Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos Múltiples


	EPU

	Examen Periódico Universal


	ERI-CICESCT

	Equipo de Respuesta Inmediata de la Comisión Interinstitucional de Explotación Sexual, Comercial y Trata de Personas


	IAIP

	Instituto de Acceso a la Información Pública


	ICF

	Instituto Nacional de Conservación y Desarrollo Forestal, Áreas Protegidas y Vida Silvestre


	IHSS

	Instituto Hondureño de Seguridad Social


	INA

	Instituto Nacional Agrario


	INAMI

	Instituto Nacional para la Atención a Menores Infractores


	INE

	Instituto Nacional de Estadística


	INGEOMIN

	Instituto Hondureño de Geología y Minas


	INM

	Instituto Nacional de Migración


	INTIP

	Índice Nacional de Transparencia e Integridad Pública


	INP

	Instituto Nacional Penitenciario


	LBTIP

	Línea Base en materia de Transparencia e Integridad Pública


	MACCIH

	Misión de Apoyo contra la Corrupción e Impunidad en Honduras


	MAIE

	Módulo de Atención Integral Especializado


	MARCI

	Marco Rector de Control Interno Institucional de los Recursos Públicos


	MEC

	Módulo de Educación Comunitaria


	MIRPS

	Pacto Mundial sobre Migración, Marco Integral Regional para Protección y Soluciones


	MNP-CONAPREV

	Mecanismo y Comité Nacional de Prevención contra la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumano o Degradantes


	MPHG

	Misión Permanente ante Organismos Internacionales de Honduras


	NAMA

	Acciones Nacional Apropiadas de Mitigación


	NDC

	Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional


	OACNUDH

	Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas de los Derechos Humanos


	ODS

	Objetivos de Desarrollo Sostenible


	OIT

	Organización Internacional del Trabajo


	ONADICI

	Oficina Nacional de Desarrollo Integral del Control Interno


	ONU-MUJERES

	Oficina de las Naciones Unidas para las Mujeres


	OP-CEDAW

	Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer


	OP-CRC

	Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño


	PAE

	Píldora Anticonceptiva de Emergencia


	PAEAH 2023-2025

	Plan de Acción de Estado Abierto Honduras


	PCCRDR

	Política del Racismo y la Discriminación Racial


	PEG

	Plan Estratégico de Gobierno


	PERLA

	Programa de Electrificación Rural en Lugares Aislados


	PGR

	Procuraduría General de la República


	PNUD

	Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo


	PNFAS

	Penitenciaría Nacional Femenina de Adaptación Social


	POGP

	Política de Optimización de la Gestión


	PROASOL

	Programa de Acción Solidaria


	PRONAGRI

	Programa Nacional de Agricultura Bajo Riego


	PROSENE

	Programa de Servicios a Estudiantes con Necesidades Especiales


	RNP

	Registro Nacional de las Personas


	SAG

	Secretaría de Estado en los Despachos de Agricultura y Ganadería


	SANAA

	Servicio Autónomo Nacional de Acueductos y Alcantarillados


	SECAPPH

	Secretaría de Estado en los Despachos de las Culturales, las Artes y los Patrimonios de los Pueblos de Honduras


	SEDESOL

	Secretaría de Estado en el Despacho de Desarrollo Social


	SEDENA

	Secretaría de Estado en el Despacho de Defensa Nacional


	SEDH

	Secretaría de Estado en el Despacho de Derechos Humanos


	SEDS

	Secretaría de Estado en el Despacho de Seguridad


	SEDUC

	Secretaría de Estado en el Despacho de Educación


	SEFIN

	Secretaría de Estado en el Despacho de Finanzas


	SEMUJER

	Secretaría de Estado en el Despacho de Asuntos de la Mujer


	SENAF

	Secretaría de Estado en los Despachos de Niñez, Adolescencia y Familia


	SENPRENDE

	Servicio para Emprendedores en Honduras


	SERNA

	Secretaría de Estado en los Despachos de Recursos Naturales y Ambiente


	SESAL

	Secretaría de Estado en el Despacho de Salud


	SETRASS

	Secretaría de Estado en los Despachos de Trabajo y Seguridad Social


	SGJD

	Secretaría de Estado en los Despachos de Gobernación, Justicia y Descentralización


	SIAMIR

	Sistema de Atención al Migrante Retornado


	SICA

	Sistema de la Integración Centroamericana


	SIGADENAH

	Sistema Integral de Garantía de Derechos de la Niñez y Adolescencia en Honduras


	SIMOREH

	Sistema de Monitoreo de Recomendaciones en Honduras


	SIMORE-Interamericano

	Sistema de Monitoreo de Recomendaciones Interamericano


	SINABE

	Sistema Nacional de Becas


	SINAGER

	Sistema Nacional de Gestión de Riesgo


	SINARDEF

	Sistema Nacional de Respuesta al Desplazamiento Forzado


	SMAPS

	Servicio de Salud Mental y Apoyo Psicosocial


	SNTA

	Sistema Nacional de Transparencia y Anticorrupción


	SPE

	Secretaría de Estado en el Despacho de Planificación Estratégica


	SRECI

	Secretaría de Estado en los Despachos de Relaciones Exteriores y Cooperación Internacional


	STLCC

	Secretaría de Estado en los Despachos de Transparencia y Lucha contra la Corrupción


	TMC

	Transferencias Monetarias Condicionadas


	UFERCO

	Unidad Fiscal Especializada contra Redes de Corrupción


	UMAPPDEF

	Unidades Municipales para la Protección de las Personas Desplazadas Forzadamente


	UMAPS

	Unidad Municipal de Agua Potable y Saneamiento


	UNODC

	Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito


	VARC

	Ventanillas Auxiliares de Registro Civil
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1. El Estado de Honduras fue examinado por el Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal[footnoteRef:2], el 05 de noviembre de 2023, en su 36.º período de sesiones llevadas a cabo del 02 al 13 de noviembre de 2020.  [2:  Establecido de conformidad con la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos.] 

2. En el 46.º período de sesiones, del 22 de febrero al 24 de marzo de 2021, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas aprobó el informe del Grupo de Trabajo sobre el EPU de Honduras[footnoteRef:3], por lo cual el Estado recibió un total de 223 recomendaciones de 93 países. [3:  A/HRC/46/12] 

3. El 16 marzo de 2021, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas brindó la decisión adoptada del resultado del examen periódico universal: Honduras[footnoteRef:4], del cual, el Estado de Honduras adoptó las 223 recomendaciones, aceptando 200 y tomando nota de 23.  Se comprometió a presentar un informe a medio término antes del 31 de diciembre de 2023. [4:  A/HRC/DEC/46/108] 

4. Ante esto, el Estado de Honduras se complace en presentar su informe nacional correspondiente al medio término del EPU, el cual contempla las acciones y medidas adoptadas en el cumplimiento de las recomendaciones en el período 2020-2023.
5. El proceso de elaboración del presente informe fue coordinado por la SEDH, mediante la Mesa del SIMOREH, conformada por enlaces institucionales de los tres poderes del Estado y entes descentralizados.
6. Para su elaboración se procuraron aportes de, al menos dieciséis, dieciséis (16) instituciones gubernamentales con competencia específica en las materias abordadas. Seis (6) publicaron noventa y siete (97) seguimientos sobre los avances a las recomendaciones en el SIMOREH.
7. Asimismo, del presente informe se deriva el cálculo del indicador institucional de la SEDH correspondiente al Sistema de Gerencia Pública por Resultados y Transparencia de la Dirección de Gestión por Resultados de la SPE, titulado Porcentaje de avance en el cumplimiento del número de recomendaciones del III ciclo del examen periódico universal. Su finalidad es medir anualmente el avance en el cumplimiento total, sustancial o parcial de las medidas adoptadas por el Estado para mejorar la situación y superar las dificultades para el disfrute pleno de los derechos humanos.
8. Es así como el cálculo es guiado bajo las directrices generales de seguimiento de recomendaciones y decisiones de la CIDH, específicamente en el “Capítulo E. Categorías de análisis del cumplimiento de las recomendaciones”, párrafo 24 del documento[footnoteRef:5]. En ese sentido, se agruparon las doscientas veintitrés (223) recomendaciones por temas y de acuerdo con la estructura de este informe, se produjeron los siguientes resultados: [5:  Directrices generales de seguimiento de recomendaciones y decisiones de la CIDH (2019). https://n9.cl/ki0ha ] 

a. Marco normativo: veintiún (21) recomendaciones[footnoteRef:6]. [6:  104.1; 104.2; 104.3; 104.4; 104.5; 104.7; 104.8; 104.9; 104.10; 104.11; 104.23; 104.25; 104.37; 104.84; 104.85; 104.91; 104.94; 104.95; 104.113; 104.212; y, 104.221.] 

b. Interacción con organismos internacionales y sociedad civil: cuatro (4) recomendaciones[footnoteRef:7]. [7:  104.12; 104.13; 104.14; y, 104.15.] 

c. Fortalecimiento institucional: dieciséis (16) recomendaciones[footnoteRef:8]. [8:  104.16; 104.17; 104.18; 104.19; 104.20; 104.21; 104.24; 104.41; 104.42; 104.45; 104.68; 104.75; 104.130; 104.132; 104.155; 104.215.] 

d. Seguridad ciudadana: siete (7) recomendaciones[footnoteRef:9]. [9:  104.46; 104.47; 104.48; 104.49; 104.53; 104.54; y, 104.88.] 

e. Independencia judicial, acceso a la justicia y lucha contra la impunidad: veinticinco (25) recomendaciones[footnoteRef:10]. [10:  104.44; 104.51; 104.52; 104.59; 104.60; 104.61; 104.62; 104.63; 104.64; 104.65; 104.66; 104.67; 104.69; 104.70; 104.71; 104.72; 104.73; 104.74; 104.76; 104.77; 104.79; 104.80; 104.81; 104.97; y, 104.114.] 

f. Derechos económicos, sociales, culturales y ambientales: veinticuatro (24) recomendaciones[footnoteRef:11]. [11:  104.36; 104.39; 104.124; 104.125; 104.126; 104.127; 104.128; 104.129; 104.131; 104.133; 104.134; 104.135; 104.136; 104.137; 104.138; 104.139; 104.140; 104.141; 104.143; 104.148; 104.151; 104.152; 104.153; y, 104.159.] 

g. Derechos civiles y políticos: dos (2) recomendaciones[footnoteRef:12]. [12:  104.89 y 104.110.] 

h. Mujeres: cuarenta y cuatro (44) recomendaciones[footnoteRef:13]. [13:  104.6; 104.119; 104.120; 104.121; 104.122; 104.142; 104.144; 104.145; 104.146; 104.162; 104.163; 104.164; 104.165; 104.166; 104.167; 104.168; 104.169; 104.170; 104.171; 104.172; 104.173; 104.174; 104.175; 104.177; 104.178; 104.179; 104.180; 104.181; 104.182; 104.183; 104.184; 104.185; 104.186; 104.187; 104.188; 104.189; 104.190; 104.191; 104.192; 104.193; 104.194; 104.195; 104.196; y, 104.198.] 

i. Niños, niñas y adolescentes: trece (13) recomendaciones[footnoteRef:14]. [14:  104.123; 104.149; 104.150; 104.154; 104.156; 104.157; 104.158; 104.197; 104.200; 104.201; 104.202; 104.203; y, 104.204.] 

j. Pueblos indígenas y afrohondureños: quince (15) recomendaciones[footnoteRef:15]. [15:  104.26; 104.27; 104.38; 104.40; 104.160; 104.161; 104.205; 104.206; 104.207; 104.208; 104.209; 104.210; 104.211; 104.213; y, 104.214.] 

k. LGBTIQ+: dieciséis (16) recomendaciones[footnoteRef:16]. [16:  104.30; 104.31; 104.32; 104.34; 104.92; 104.99; 104.35; 104.100; 104.102; 104.103; 104.105; 104.106; 104.107; 104.108; 104.107; y, 104.176.] 

l. Defensores de derechos humanos, periodistas y comunicadores sociales: nueve (9) recomendaciones[footnoteRef:17]. [17:  104.78; 104.82; 104.86; 104.87; 104.90; 104.93; 104.96; 104.98; y, 104.104.] 

m. Personas privadas de libertad: nueve (9) recomendaciones[footnoteRef:18]. [18:   104.50; 104.55; 104.56; 104.111; 104.112; 104.115; 104.116; 104.117; y, 104.118.] 

n. Personas con discapacidad: tres (3) recomendaciones[footnoteRef:19]. [19:  104.216; 104.217; y, 104.218.] 

o. Personas migrantes o en situación de movilidad: tres (3) recomendaciones[footnoteRef:20]. [20:  104.219; 104.220; y, 104.222.] 

p. Personas desplazadas internamente por la violencia: una (1) recomendación[footnoteRef:21]. [21:  104.223.] 

9. De acuerdo con la metodología del indicador antes mencionado, la SEDH a través de la Dirección de Investigación y Cumplimiento de Compromisos Internacionales, analizó cada recomendación y determinó lo siguiente:
a. Treinta y cinco (35) recomendaciones[footnoteRef:22] se encuentran en cumplimiento total[footnoteRef:23]. [22:  104.16; 104.18; 104.19; 104.20; 104.39; 104.45; 104.49; 104.53; 104.54; 104.68; 104.87; 104.88; 104.89; 104.90; 104.104; 104.110; 104.113; 104.132; 104.133; 104.137; 104.138; 104.140; 104.141; 104.143; 104.144; 104.148; 104.153; 104.154; 104.155; 104.159; 104.177; 104.200; 104.215; 104.219; y, 104.223.]  [23:  Aquella recomendación en la que el Estado ha iniciado y concluido satisfactoriamente las medidas para su cumplimiento.] 

b. Setenta y dos (72) recomendaciones[footnoteRef:24] se encuentran en cumplimiento parcial sustancial[footnoteRef:25]. [24:  104.1; 104.2; 104.3; 104.4; 104.5; 104.12; 104.14; 104.15; 104.21; 104.23; 104.26; 104.27; 104.46; 104.48; 104.59; 104.60; 104.61; 104.62; 104.63; 104.64; 104.65; 104.66; 104.67; 104.70; 104.72; 104.74; 104.75; 104.76; 104.81; 104.82; 104.93; 104.98; 104.111; 104.112; 104.115; 104.116; 104.117; 104.118; 104.114; 104.120; 104.122; 104.123; 104.125; 104.126; 104.127; 104.128; 104.129; 104.131; 104.134; 104.135; 104.136; 104.139; 104.150; 104.151; 104.152; 104.156; 104.157; 104.158; 104.160; 104.161; 104.166; 104.167; 104.197; 104.205; 104.207; 104.208; 104.206; 104.211; 104.213; 104.217; 104.218; y, 104.222.]  [25:  Aquella recomendación en la que el Estado ha adoptado medidas relevantes para su cumplimiento y ha aportado pruebas de dichas medidas, pero las cuales no han concluido.] 

c. Cien (100) recomendaciones[footnoteRef:26] se encuentran en cumplimiento parcial[footnoteRef:27]. [26:  104.6; 104.7; 104.8; 104.9; 104.10; 104.11; 104.13; 104.17; 104.24; 104.25; 104.30; 104.31; 104.32; 104.34; 104.35; 104.36; 104.37; 104.38; 104.40; 104.42; 104.44; 104.47; 104.50; 104.51; 104.52; 104.55; 104.56; 104.69; 104.71; 104.73; 104.77; 104.78; 104.79; 104.80; 104.84; 104.85; 104.91; 104.92; 104.94; 104.95; 104.96; 104.97; 104.99; 104.102; 104.103; 104.105; 104.106; 104.107; 104.108; 104.109; 104.119; 104.121; 104.124; 104.130; 104.142; 104.145; 104.146; 104.149; 104.162; 104.163; 104.164; 104.165; 104.168; 104.169; 104.170; 104.171; 104.172; 104.173; 104.174; 104.175; 104.176; 104.178; 104.179; 104.180; 104.181; 104.182; 104.183; 104.184; 104.186; 104.185; 104.187; 104.188; 104.189; 104.190; 104.190; 104.192; 104.193; 104.194; 104.195; 104.196; 104.198; 104.201; 104.202; 104.203; 104.204; 104.209; 104.210; 104.212; 104.216; y, 104.220.]  [27:  Aquella recomendación en la que el Estado ha adoptado algunas medidas para su cumplimiento, pero la adopción de medidas adicionales sigue siendo necesaria.] 

10. En tal sentido, el indicador arroja que el 92.82%[footnoteRef:28] está en el avance del cumplimiento de las recomendaciones del examen periódico universal a mitad de ciclo de presentación final del informe. [28:  El indicador no refiere a que el 92.82% de las recomendaciones se encuentran cumplidas.] 
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11. En lo concerniente a la recomendación 104.212,  sobre todas las medidas necesarias para que reformas del Código Penal de Honduras cumplan las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, se informa que el Código Penal hondureño establece la penalización de los actos de discriminación por cualquier razón y para quien, directa y públicamente o a través de medios de comunicación o difusión destinados al público, incite a la discriminación, lesione la dignidad de las personas mediante acciones o expresiones. También, a quien ocasione, a una persona, un trato degradante mediante violencia física, psicológica o verbal.
12. En respuesta a la recomendación 104.113, sobre la entrada en vigor de un reglamento que acompañe la Ley contra la Trata de Personas, se informa que la entrada en vigor del reglamento de esta ley fue aprobada mediante el Acuerdo Ejecutivo n.º 36-2015 y publicado en el Diario Oficial La Gaceta el 15 de enero de 2016, en su edición 33,934.
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13. En cuanto a las recomendaciones 104.1; 104.2; 104.3; 104.4; 104.5; 104.7; 104.8; 104.9; 104.10; y 104.11, en referencia a las ratificaciones de instrumentos internacionales, el Estado informa lo siguiente: 
a. En lo concerniente a la ratificación de la OP-CEDAW, la OACNUDH, en su informe anual sobre la situación de derechos humanos en Honduras[footnoteRef:29], reconoció los esfuerzos del Poder Ejecutivo para avanzar en la adhesión al OP-CEDAW. Como prueba de esto, al momento de la elaboración del presente informe, el 22 de agosto de 2022 el canciller de la República remitió la transcripción del OP-CEDAW al presidente del Congreso Nacional para su revisión y debida aprobación. [29:  A/HRC/52/24] 

b. En cuanto a las ratificaciones de la OP-CRC y el Acuerdo de Escazú[footnoteRef:30]. El Estado de Honduras, mediante la SRECI, inició el proceso de cumplimiento de los requisitos legales internos para ratificación de estos. [30:  Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe.] 

c. En referencia a la recomendación 104.7 sobre la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, el Estado de Honduras ha iniciado, a través de SRECI, el proceso para cumplir con los requisitos legales internos necesarios para ratificar el OP-CRC.
d. En relación con la ratificación del Convenio sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos de 2011 (núm. 189) de la Organización Internacional del Trabajo lo referente al Convenio sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, mediante la SRECI se inició el proceso legal para la adhesión al instrumento antes mencionado, posteriormente será remitido al Congreso Nacional. 
e.  En lo concerniente a la ratificación de la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia de 2013, sobre ratificar la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia actualmente están en desarrollo consultas internas con las instituciones competentes. La   SEDH fue determinada como autoridad central, responsable de liderar el proceso de seguimiento del cumplimiento de la Convención antes mencionada. Posteriormente, se remitirá a firma de la presidencia de la República, para enviar y obtener la aprobación del Congreso Nacional.
[bookmark: _Toc155617952]Cooperación con Organismos Internacionales
14. En respuesta a la recomendación 104.23, sobre adoptar las reformas acordadas provisionalmente durante el diálogo respaldado por las Naciones Unidas, el Estado informa que, mediante el Compromiso por Honduras: Reconciliación para transformar, nace la reforma constitucional contenida en el Decreto Legislativo n.º 200-2018 del 24 de enero de 2019, el cual se creó para el ejercicio de la función electoral, el CNE y el Tribunal de Justicia Electoral[footnoteRef:31]. Ante esto, el 10 de septiembre de 2019, el Congreso Nacional eligió a los consejeros propietarios y estableció el orden de rotación de la presidencia por los distintos partidos políticos. [31:  https://www.cne.hn/documentos/decretos_2019_2018/Decreto_200_2018_Reformas_Electorales.PDF] 

15. Asimismo, mediante Decreto Legislativo n.º 35-2021, se aprueba la Ley Electoral de Honduras para organizar el funcionamiento de los órganos electorales antes mencionados.
[bookmark: _Toc155617953]Libertad de Expresión
16. Respecto a la recomendación 104.94, sobre revisar el marco normativo nacional que garantice la libertad de expresión y asociación pacífica, el Gobierno Solidario de la presidenta Xiomara Castro, por primera vez, atiende las solicitudes de las comunidades para dar respuesta a diferentes peticiones, entre ellas, la de acceso a internet, telefonía móvil comunitaria y apoyo técnico. Estas acciones se encuentran enmarcadas en su Plan de Gobierno para la Refundación de la Patria y la Construcción del Estado Socialista y Democrático 2022-2026.
17. El Congreso Nacional de la República, mediante Decreto Legislativo n.º 12-2022, derogó el Decreto Legislativo n.º 418-2013, contentivo de la Ley para la Clasificación de Documentos Públicos Relacionados con la Seguridad y Defensa Nacional. Mediante este se procedió, en su artículo 2, a desclasificar toda información que haya sido clasificada como reservada; y, en su artículo 3, a restituir el derecho a la información para toda persona natural, jurídica, privada o pública que se reservó en aplicación de la ley derogada.
18. En cuanto a las recomendaciones 104.84; 104.85; y, 104.91, relacionadas con la protección del derecho a la libertad de expresión, se informa que representa un importante avance en la derogación de un decreto legislativo que violentaba expresamente este derecho, por lo que ha sido informado en la respuesta a la recomendación 104.94. Aunado a ello, se expresa que el derecho a la libertad de expresión es un pilar fundamental del Gobierno Solidario, ya que se garantiza y respeta plenamente la libertad de expresión, muestra de ello, es la apertura de Casa Presidencial a todos los medios de comunicación y a los de la oposición política, junto a ellos la tolerancia ante los ataques misóginos, provocadores de violencia y odio contra la presidenta constitucional de la República. Sin embargo, el Estado de Honduras resalta que algunos medios de comunicación han invocado su derecho a la libertad de expresión a través de los ataques antes mencionados, por medio de la desinformación que socava la veracidad de la información que se difunde. Ante esto, el Estado se ha visto en la necesidad de combatir la desinformación como un elemento crucial para lograr el desarrollo y fortalecer la democracia en el país.
19. Igualmente, el Gobierno Solidario ha trabajado en reuniones con entes internacionales —representantes de la Organización de las Naciones Unidas—, los cuales se detallan a continuación:
a. Reunión del secretario de Estado en el Despacho de Prensa con la representante de país de la Organización de las Naciones Unidas, con el objetivo de establecer lazos de cooperación que fortalezcan la libertad de expresión (abril de 2022).
b. Reunión de la delegación del Estado[footnoteRef:32] con la relatora especial de las Naciones Unidas para la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión. Su finalidad es intercambiar aspectos del tema, así como coordinar esfuerzos para el avance y disfrute del derecho a la libertad de expresión en Honduras (julio de 2022). [32:  Conformada por la secretaria de Estado en el Despacho de Derechos Humanos y el subsecretario de Estado en el Despacho de Asuntos de Política Exterior] 

c. Reunión de la secretaria de Estado en el Despacho de Derechos Humanos con el Embajador del Reino Unido e Irlanda del Norte, en Honduras, para abordar la importancia de la libertad de prensa y expresión, con especial énfasis en la comunidad LGBTI (julio de 2022).
d. Segunda reunión de la secretaria de Estado en el Despacho de Derechos Humanos, con la relatora especial de las Naciones Unidas, para la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión, para abordar las campañas de odio, desinformación y difusión de noticias falsas, obstaculizando los avances en derechos humanos, sobre todo en materia de género, (marzo de 2023).
20. En ese sentido, la relatora especial de las Naciones Unidas para la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión visitó oficialmente Honduras[footnoteRef:33] y se reunió con los tres Poderes del Estado, así como con organizaciones de sociedad civil.  En su informe preliminar resaltó que el Gobierno Solidario está tomando medidas para abordar los desafíos heredados en materia de derechos humanos, así como su disposición para colaborar con organizaciones internacionales de derechos humanos y con sociedad civil para mejorar la situación en el país. [33:  Ver respuesta a las recomendaciones 104.12 y 104.14; del 16 al 27 de octubre de 2023] 

21. Por otra parte, públicamente la presidenta Constitucional de la República, Iris Xiomara Castro, enfatizó su compromiso permanente en el respeto a la libertad de expresión mediante su discurso presentado en la ceremonia de entrega del premio nacional Álvaro Contreras, otorgado por el Colegio de Periodistas de Honduras.
[bookmark: _Toc155617954]Cambio climático
22. Respecto a la recomendación 104.37, sobre el fortalecimiento de un marco legislativo para hacer frente al cambio climático, el Congreso Nacional aprobó el Decreto Legislativo n.º 117-2022, a través del cual se incorpora a la Currícula Nacional Básica los contenidos programáticos de estudio específico sobre educación ambiental y cambio climático. Estas incluyen diferentes temas relacionados con el conocimiento, protección y preservación del medio ambiente. Con el apoyo del PNUD se actualiza el marco legal y regulatorio para la gestión del riesgo, la Ley del SINAGER y el desarrollo de capacidades institucionales. Además, se eleva a rango de Secretaría de Estado a COPECO, como Secretaría de Gestión de Riesgo y Contingencias mediante el Decreto Ejecutivo PCM-005-2022. Es importante destacar que en 2023 el Congreso Nacional aprobó la Ley para Protección de las Mujeres en Contextos de Crisis Humanitarias, Desastres Naturales y Emergencias mediante el Decreto Legislativo n.º 9-2023.
[bookmark: _xn5zwjt750x8][bookmark: _Toc155617955]Protección a los grupos en situación de vulnerabilidad
23. En respuesta a las recomendaciones 104.25 y 104.95, respecto a crear un marco normativo para la protección de los grupos en situación de vulnerabilidad y sus derechos humanos, el Congreso Nacional aprobó la siguiente legislación:
a. Decreto Legislativo n.º 04-2022, contentivo de la Ley para la Reconstrucción del Estado Constitucional de Derecho y para que los Hechos no se Repitan. Esta ley fue introducida por las organizaciones de derechos humanos para otorgar y conferir facultades a la SEDH, así como al COFADEH. Esta instancia tiene el propósito de analizar los casos de las personas que fueron criminalizadas por las luchas que buscaban restituir el Estado de Derecho en el país. También, procura reparar el daño ocasionado a las víctimas afectadas durante el golpe de Estado en el año 2009. Como resultado, se ha beneficiado a doscientos setenta y cuatro (274) personas hondureñas que estaban bajo proceso judicial, acusados de delitos vinculados a protestas, por su asociación a sectores gremiales y persecución política.
b. Decreto Legislativo n.º 42-2022, contentivo de la amnistía migratoria, otorga a las personas migrantes en situación irregular la suspensión de la sanción administrativa por ingreso irregular a territorio nacional. Esta es contemplada en el artículo 104, numeral 1 de la Ley de Migración y Extranjería, misma que fue ampliada en 2023 mediante los Decretos Legislativos números 79-2022 y 137-2022.
c. Decreto Legislativo n.º 154-2022, contentivo de la Ley para la Prevención, Atención y Protección de las Personas Desplazadas Internamente. Tiene el objetivo de prevenir el desplazamiento interno, atender, proteger y brindar asistencia humanitaria a las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia.
24. En lo concerniente con la recomendación 104.221, sobre armonizar la ley sobre migrantes y extranjeros y los textos conexos con las normas internacionales, se informa que el INM, al momento de la elaboración del presente informe, está trabajando en la construcción legal para la protección de los derechos fundamentales basados en el derecho humanitario para las poblaciones más vulnerables. Dentro de ellos se elaboraron documentos que se mantienen en procesos de revisión, como reformas a la Ley de Migración y Extranjería, en la cual se creó una sección de Protección internacional, protocolo de atención en los centros de atención al migrante y una estrategia de gestión de frontera.
[bookmark: _Toc154762025][bookmark: _Toc155617956][bookmark: _Toc154762026]Interacción con Organismos Internacionales y Sociedad Civil
25. [bookmark: _1fr1ukyqo5vf]En cuanto a las recomendaciones 104.12 y 104.14, sobre intensificar la cooperación con los mecanismos de derechos humanos, el Estado de Honduras ha mostrado su voluntad y disposición a través del desarrollo de una amplia agenda de visitas internacionales con la finalidad de conocer de primera mano la situación de derechos humanos. De igual forma, el Estado elaboró y presentó once (11) informes nacionales en materia de derechos humanos ante el sistema universal de protección de derechos humanos. Asimismo, entre enero de 2022 a octubre de 2023, remitió setenta (70) informes de respuestas de contribuciones y/o solicitudes de información a diversos órganos del sistema universal y al sistema interamericano.  
26. De igual forma, el Gobierno Solidario trabaja en conjunto con la OACNUDH y con la oficina principal en Ginebra a través de su MPHG. Como parte de esto, OACNUDH en 2023 desarrolló ochenta (80) procesos de asistencia técnica y fortalecimiento institucional y apoyo, así como sesenta y nueve (69) talleres y capacitaciones sobre derechos humanos.
27. El Estado de Honduras, como miembro del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, realizó las siguientes gestiones:
a. Participación en la evaluación del examen periódico universal de varios Estados, como Francia, Tonga, Rumania, Bahamas, Luxemburgo, Montenegro, Emiratos Árabes Unidos, Burundi e Israel, durante el 43.º periodo de sesiones; y Burkina Faso, Cabo Verde, Colombia, Alemania, Djibouti, Canadá, Rusia, Camerún y Cuba durante el 44.º periodo de sesiones.
28. En lo que respecta a la recomendación 104.13, sobre la selección a los candidatos nacionales a las elecciones de los órganos de tratados de las Naciones Unidas, se informa que SRECI, mediante la Dirección General de Política Multilateral, inicia el proceso de postulaciones hondureñas en espacios multilaterales, mediante consultas con instituciones nacionales con competencias en el puesto a postular, para integrar un espacio en las distintas organizaciones internacionales. Seguidamente, una vez identificadas las postulaciones, son presentadas y promovidas a través de las misiones permanentes y embajadas, quienes realizan un cabildeo con países amigos para obtener el soporte a dichas candidaturas, con el apoyo unilateral e intercambio mutuo. 
29. En cuanto a la recomendación 104.15, sobre promover el diálogo con las organizaciones de la sociedad civil a fin de aplicar su plan de acción integrado en materia de derechos humanos, el Estado de Honduras informa que la antigua Política Pública y Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos 2013-2022 expiró en diciembre de 2022. 
30. En ese sentido, se elaboró la ruta crítica y metodológica para la formulación de la nueva Política Pública y Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos, con el objetivo de brindar los lineamientos en la construcción de la nueva política pública en derechos humanos y el plan nacional de acción en derechos humanos consensuado en el marco de la legislación nacional y los estándares internacionales.
31. Bajo instrucciones de la presidenta constitucional de la República, Iris Xiomara Castro, se ha construido el Plan de Acción Inmediata Plan Puente, con el objeto de no dejar un vacío de seguimiento a las acciones de las trece (13) instituciones priorizadas, entre el vencimiento de la primera política pública en derechos humanos y la construcción de la nueva, en el marco del Plan de Gobierno para Refundar de Honduras 2022-2026.
32. Para lo anterior, la SEDH, como ente responsable de esta, creó e instaló la Mesa Sectorial de Políticas Públicas con más de cuarenta y siete (47) representantes de instituciones públicas, organizaciones de sociedad civil y el sector empresarial. El propósito era socializar el diagnóstico evaluativo de la política pública antes mencionada para analizar, evaluar y conocer las prioridades del Gobierno Solidario en materia de derechos humanos.
33. Con relación en ello, se comenzó la primera etapa exploratoria de los Consejos Territoriales Consultivos en Derechos Humanos, en los cuales se promovió la participación ciudadana y la articulación de esfuerzos para la construcción de la nueva Política Pública para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del Pueblo Soberano y Refundación de la Patria 2025-2034.
34. Ante eso, en el último trimestre del 2023 se desarrollaron dos (2) jornadas de socialización de la construcción de la nueva política pública en las principales ciudades del país, con la participación de Organizaciones de Sociedad Civil[footnoteRef:34]. Con la etapa de construcción de esta política, el Estado busca crear un proceso legítimo y participativo con todos los sectores sociales, a través de los Consejos Territoriales Consultivos en Derechos Humanos, especialmente aquellos colocados en situación de vulnerabilidad. La SEDH brinda apertura por parte del Gobierno Solidario y asegura una consulta transparente y participativa de promoción y protección de los derechos humanos. [34:  Jornada de socialización en el marco de la construcción de la nueva Política Pública 2025-2034. https://n9.cl/vhbnef ] 

35. Es relevante informar que la SEDH y la SPE firmaron un convenio de cooperación para exigir el Enfoque Basado en Derechos Humanos a todos los Planes Operativos Anuales del Poder Ejecutivo como un requisito de aprobación de estos.
[bookmark: _Toc154762028][bookmark: _Toc155617957][bookmark: _Toc154762029]Fortalecimiento institucional[footnoteRef:35] [35:  En cumplimiento a la recomendación 104.21.] 

36. En lo que respecta a la recomendación 104.16, sobre asignar recursos adecuados para la SEDH, se informa que, en el marco de la voluntad política de la presidenta constitucional de la República, Iris Xiomara Castro, en materia de derechos humanos, para el ejercicio fiscal de 2023 se aprobó un presupuesto de L143,854,630; el cual aumentó en un 33.17% respecto al ejercicio fiscal de 2022. A continuación, se ilustra el presupuesto aprobado a la SEDH desde 2020 a 2023:
	2020
	2021
	2022
	2023

	96,971,265
	88,797,925
	96,130,113
	143,854,630

	Fuente. SEFIN



37. En respuesta a la recomendación 104.17, sobre reforzar el funcionamiento de las instituciones y mecanismos nacionales de derechos humanos, el Estado informa que en marzo de 2022 se concretó la instalación del Comité de Derechos Humanos del Gabinete de Gobierno del Poder Ejecutivo, que tiene la función de coordinar las instituciones con competencia en materia de derechos humanos y para dar cumplimiento e impulsar las prioridades presidenciales establecidas en el Plan de Gobierno para la Refundación de la Patria. Al 31 de diciembre de 2022 se desarrollaron cuatro (4) reuniones de alto nivel para articular una respuesta estatal en materia de derechos humanos.
38.  Con base en lo anterior, se proyecta la conformación del Sistema Nacional de Derechos Humanos. En ese sentido, se desarrolló el primer taller con el Gabinete mencionado para la conformación del Sistema Nacional de Derechos Humanos en Honduras —su establecimiento formal y legal se encuentra como un reto—.
39. Adicionalmente, el Estado ha garantizado el correcto funcionamiento de las siguientes instituciones:
a. SEDH
b. CONADEH
c. CICESCT
d. MNP-CONAPREV
e. Fiscalía Especial de Derechos Humanos, adscrita al Ministerio Público.
40. Igualmente, el Gobierno Solidario ha reactivado los siguientes espacios interinstitucionales:
a. COPREV, noviembre de 2022. Es un ente de la Política Nacional de Prevención de Violencia hacia la Niñez y la Juventud, que tiene la finalidad de disminuir los factores que hacen vulnerables y victimizan a niños, niñas, adolescentes y jóvenes de Honduras.
b. SIGADENAH, septiembre de 2023. Tiene el objetivo de garantizar, respetar, proteger y promover el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes que viven en el territorio de Honduras o tienen un vínculo jurídico con el Estado.
41. En lo concerniente a las recomendaciones 104.18 y 104.19, sobre proporcionar recursos adecuados al CONADEH, el Estado tiene a bien informar que el Gobierno Solidario, para el ejercicio fiscal de 2023, aumentó en un 25.08% su presupuesto. A continuación, se desglosa el presupuesto aprobado al CONADEH desde 2020 a 2023:
	2020
	2021
	2022
	2023

	83,975,158
	83,469,126
	43,469,126
	111,415,781

	Fuente. SEFIN


42. Asimismo, se informa que el CONADEH mantiene la categoría de clase A, de acuerdo con la Alianza Global de instituciones nacionales de derechos humanos y a los Principios de París.
43. En cuanto a la recomendación 104.75, de reforzar la lucha contra la corrupción mediante mayor financiamiento para la UFERCO, se informa que mediante el Decreto Legislativo n.º 67-2022 se le otorgó a la UFERCO la autoridad para ejercer la acción pública penal de oficio en los casos de corrupción pública de alto impacto y redes de corrupción. Estas acciones deben hacerse sin que deba someter su decisión a la aprobación previa del fiscal general ni de ninguna otra autoridad, tal como ha sido la dinámica normal de trabajo con el resto de la fiscalías comunes, fiscalías locales, regionales, fiscalías y unidades especiales en todo el país. Por tal razón, el jefe de la unidad mencionada tiene la responsabilidad de informar al director general de fiscales sobre las investigaciones que inicie de oficio o instancia de denunciantes y de los requerimientos fiscales que presente a los órganos jurisdiccionales.
44. El artículo 3 del ut supra decreto, dicta que el personal asignado a la UFERCO gozará de inamovilidad de sus cargos mientras dure la vigencia del decreto. Igualmente, en el marco del artículo 5, se aumenta en 10% los recursos financieros, el cual es utilizado para capacitación, compran de equipo o cualquier otra necesidad.
45. Dentro de los compromisos establecidos por el nuevo fiscal general y fiscal adjunto interinos, se ha establecido el fortalecimiento de la UFERCO.
46. En respuesta a la recomendación 104.215, sobre proporcionar recursos adecuados a la FEP-ETNIAS/PC y a la antigua DINAFROH, se informa que, para el cumplimiento de las actividades de la FEP-ETNIAS/PC, en el ejercicio fiscal de 2023, se le asignó un presupuesto de L8,404,632.00. 
47. En cuanto al presupuesto de la DINAFROH, se menciona que la misma fue suprimida en conjunto con la antigua Secretaría de Estado en el Despacho de Desarrollo e Inclusión Social por medio del Decreto Ejecutivo PCM 05-2022 —por este mismo decreto se crea la SEDESOL y sustituye a la secretaría antes mencionada—. En virtud de ello, mediante el Decreto Ejecutivo PCM 19-2022, se crea la CONAPOA[footnoteRef:36] como un órgano adscrito a la SEDESOL. [36:  La CONAPOA tiene como finalidad el estudio y creación de Políticas Públicas concernientes a la relación del Estado con los pueblos originarios y afrodescendientes del país, formulando desde una base técnica programas y/o proyectos que serán ejecutados por el ente competente.] 

48. En respuesta a la recomendación 104.68, sobre fortalecer la capacidad institucional de las fiscalías especiales, el Estado informa que, para el cumplimiento de las actividades del Ministerio Público en el ejercicio fiscal de 2023, se asignó un presupuesto de L2,246,683,987.00. En referencia con las fiscalías especiales que intervienen en el tema de la defensa de derechos humanos, el presupuesto asignado se desglosa de la siguiente manera:
a. Fiscalía Especial de Derechos Humanos L15,799,802.00.
b. Fiscalía Especial de Protección de Defensores de Derechos Humanos y Periodistas L5,491,089.00.
c. Fiscalía Especial de Delitos contra la Vida L23,447,369.00.
d. FEP-ETNIAS/PC L 8,404,632.00.
e. Fiscalía Especial de Protección a la Niñez L23,044,922.00.
f. Fiscalía Especial de Protección a la Mujer L28,020,949.00.
g. Fiscalía Regional del Bajo Aguán L6,733,896.00.
h. Unidad contra la Trata de Personas y Explotación Sexual L9,744,190.00.
i. Unidad de Muertes Violentas del Bajo Aguán L3,063,537.00.
49. En respuesta a la recomendación 104.20, sobre establecer un mecanismo nacional de seguimiento para la aplicación de las recomendaciones, el Estado continúa implementando el SIMOREH[footnoteRef:37] como mecanismo de seguimiento para la aplicación de las recomendaciones. Entre junio y septiembre de 2023, la SEDH impartió el Curso Formación en Derechos Humanos para los enlaces del SIMOREH, con el objetivo de capacitar a los usuarios estatales delegados al sistema y garantizar un monitoreo efectivo de las recomendaciones. Fueron certificados cuarenta y dos (42) enlaces, lo que permitió   cargar alrededor de doscientos cincuenta (250) seguimientos, junto con la publicación de noventa y siete (97) seguimientos en el SIMOREH. [37:  Recomendación - DDHH Honduras. https://n9.cl/gyloq ] 

50. El Estado de Honduras se añadió al SIMORE-Interamericano[footnoteRef:38], herramienta informática en línea que sistematiza las recomendaciones formuladas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a través de sus diferentes mecanismos. En 2021 se posicionó como el primero en realizar publicaciones en la herramienta, acción que fomentó la rendición de cuentas, transparencia, participación y acceso a la información en materia de derechos humanos. En noviembre de 2023 se encuentran ochenta y cinco (85) reportes publicados por parte del Estado en seguimiento a treinta (30) recomendaciones. [38:  SIMORE Interamericano. https://n9.cl/4mfuz ] 

51. En lo que refiere a la recomendación 104.132, sobre proseguir con la aplicación del Plan Estratégico Institucional 2017-2021, se informa que el Ministerio Público se encuentra implementando su nuevo Plan Estratégico Institucional 2021-2025, que cuenta con cinco (5) ejes estratégicos: representación y defensa de los intereses generales de la sociedad; independencia y autonomía institucional; recurso humano calificado y motivado; modernización institucional; y comunicación y transparencia.
[bookmark: _Toc155617958]Objetivos de Desarrollo Sostenible
52. En relación con las recomendaciones 104.24 y 104.130, sobre aplicar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, se informa que el 17 de octubre de 2022 el Gobierno Solidario relanzó la agenda 2030 para el desarrollo sostenible, a través del evento “Honduras por un desarrollo sostenible: hacia el logro de los objetivos de desarrollo sostenible”. Se demostró el compromiso del Estado para lograr cada uno de los puntos contemplados en la agenda. La SPE es la institución encargada de dar seguimiento al cumplimiento de los ODS y a la Agenda Nacional 2030. El Gobierno Solidario tiene los siguientes compromisos del para dar cumplimiento a la agenda 2030:
a. Reducción de la pobreza y desigualdad.
b. Sistemas seguros de alimentación, agua y saneamientos.
c. Ley de Justicia Tributaria.
d. Abordar con urgencia la crisis en educación.
e. Invertir en las capacidades y oportunidades de mujeres y niñas.
f. Acelerar el acceso a la energía para todas y todos.
g. Invertir en la paz.
h. Prevenir y reducir los riesgos de eventos extremos.
[bookmark: _Toc155617959]Empresas y derechos humanos
53. En lo que respecta a las recomendaciones 104.41 y 104.42, sobre adoptar un plan de acción nacional para aplicar los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos, en 2022 se creó e instaló la Mesa Sectorial de Empresas y Derechos Humanos con representantes de las instituciones del Estado, organizaciones de sociedad civil y el sector empresarial para crear el primer Plan de Acción de Empresas y Derechos Humanos en Honduras y la efectiva aplicación de los Principios Rectores sobre las Empresas y Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Asimismo, en 2023 se capacitó a los integrantes de la mesa antes mencionada en relación con los Principios Rectores sobre las Empresas y Derechos Humanos de Naciones Unidas.
[bookmark: _Toc155617960]Capacitación en derechos humanos
54. En cuanto a las recomendaciones 104.45 y 104.155, referente las iniciativas de educación y capacitación en materia de derechos humanos para los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, se informa que la SEDH, mediante la Dirección de Educación y Cultura de Paz, durante el 2023 ha capacitado a once mil doscientas treinta y un (11,231) personas en materia de derechos humanos, prevención de la discriminación y cultura de paz. 
a. Dos mil ochocientos sesenta y uno (2,861) servidores públicos.
b. Siete mil ciento sesenta y dos (7,162) funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.
c. mil doscientos ocho (1,208) personas de espacios locales territoriales. 
55. Fortalecimiento de las capacidades en materia de derechos humanos de aspirantes a soldados del Centro de Adiestramiento Militar de las Fuerzas Armadas mediante la clase de derechos humanos, así como para aspirantes a Policías Militares del Orden Público por medio de la asignatura de Derechos Humanos. 
56. Se capacitó a mil dos (1,002) nuevos aspirantes a agentes penitenciarios mediante la clase de Derechos Humanos, en coordinación con la Academia Nacional Penitenciaria, en el marco del PCM-28-2023. Plantea acciones formativas encaminadas a fortalecer las capacidades de agentes penitenciarios para prevenir las violaciones a los derechos humanos. 
57. Igualmente, se desarrolló el Curso de Derechos Humanos con enfoque en la comunicación, dirigido a personas relacionadoras públicas, así como a personas comunicadoras de las distintas instituciones representadas. Esta acción se realizó en coordinación con el Poder Judicial, Corte Suprema de Justicia, Ministerio Público y Policía Nacional.
58. Es relevante destacar que se fortalecieron las capacidades del personal de seguridad, administrativo y técnico del Instituto Nacional Penitenciario mediante el Curso de Abordaje de Personas LGTBIQ+ Privadas de Libertad.
59. Igualmente, se impartió una cátedra de cobertura sin estigma para miembros de la Policía Nacional, periodistas independientes, personal del Departamento de Comunicaciones del Poder Judicial —se capacitó a veinticuatro (24) personas—.
[bookmark: _Toc154762030][bookmark: _Toc155617961]Seguridad ciudadana
60. En respuesta a las recomendaciones 104.47; 104.49, 104.53 y 104.54, sobre adoptar medidas políticas, económicas, sociales y culturales para mejorar la seguridad pública, se informa que el Gobierno Solidario heredó un país con una estructura criminal que se insertó en los más altos niveles de la administración pública y privada. Prueba de ello es que el titular del Poder Ejecutivo de la administración anterior fue extraditado a petición de los Estados Unidos de América por delitos relacionados con el crimen organizado y narcotráfico.
61. En ese sentido, los esfuerzos de la Policía Nacional se han visto mermados por el incremento del crimen organizado, en especial el crimen de la extorsión en Honduras.
62. Aunado a lo anterior, la presidenta constitucional de la República, con el objetivo de desarrollar un combate frontal contra el crimen organizado, decretó la suspensión de garantías establecidas en la Constitución de la República en los artículos 69, 78, 81, 84, 93 y 99, por medio del Decreto Ejecutivo PCM 29-2022. Se ha extendido el plazo del mismo hasta en cinco (5) ocasiones[footnoteRef:39], ya que las acciones ejecutadas por la SEDS y SEDENA, a través de la Policía Militar del Orden Público, han rendido buenos resultados. [39:  Mediante los siguientes Decretos Ejecutivos PCM: 01-2023; 10-2023; 15-2023; 24-2023; y, 33-2023.
] 

63. En virtud de esto, en diciembre de 2022, se conformó la Mesa de Seguimiento al Estado de Excepción. Su objetivo es supervisar y garantizar los derechos humanos dentro de la suspensión de garantías, así como el desarrollo de los informes sobre la efectividad de la presente medida. Esta mesa estuvo conformada por las siguientes instituciones:
a. SEDH
b. SEDS
c. SEDENA
d. SGJD
e. MNP-CONAPREV
f. Ministerio Público
g. Poder Judicial
h. Congreso Nacional, a través de la Comisión de Derechos Humanos y Justicia
i. CONADEH
j. OACNUDH
64. Es significativo mencionar que, pese a los esfuerzos de la SEDH, la mesa antes mencionada no brindó información suficiente sobre la implementación de los estándares mínimos establecidos en los instrumentos internacionales por parte de la SEDS.
65. Sin embargo, en julio de 2023, la SEDS presentó un informe de logros en materia de seguridad ante el Congreso Nacional de la República, en el cual se destaca la reducción de homicidios del 1 de enero al 19 de julio de 2023. Esto representa un 18%, lo que se traduce a trescientos setenta y cinco (375) homicidios menos que para el mismo rango de fechas en 2022. La tasa de homicidios para el 2022 fue de treinta y seis (36) por cada cien mil (100) mil habitantes, siendo la tasa más baja en los últimos 10 años.
66. Por su parte, el Poder Judicial informa que el 14 de septiembre de 2023 fue publicado, en el diario oficial La Gaceta, la vigencia del Acuerdo de establecimiento de los Órganos Jurisdiccionales con Competencia Territorial Nacional en Materia Penal de Criminalidad Organizada y Corrupción, mismo que incluye la competencia, ubicación y distribución de carga laboral de estos entes que fueron fusionados por el Pleno de Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, para la optimización de las tareas, del personal, logística y resolución de las causas.
67. Cada órgano jurisdiccional que integra este circuito debe conocer todas las etapas del proceso penal y los delitos de criminalidad organizada, asesinato y magnicidio, trata de personas, secuestro y demás según lo establece el Código Procesal Penal de los ilícitos cometidos por grupos delictivos organizados y/o grupos estructurados, regulados en el Decreto Legislativo n.º 130-2017 del actual Código Penal.
68. En ese mismo sentido, el Ministerio Público ha creado oficinas de la Fiscalía Especial de Delitos contra la Vida en diferentes ciudades a nivel nacional, lo que ha sido de importancia para enfatizar en la investigación de delitos contra la vida. Además de Tegucigalpa y San Pedro Sula, se cuentan con unidades especiales en Santa Rosa de Copán, La Ceiba, Choluteca, Comayagua, Danlí, Tocoa, Juticalpa.
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69. En lo concerniente a las recomendaciones 104.46 y 104.88, sobre velar por el respeto del ejercicio de las protestas pacífica, el Estado informa que el Gobierno Solidario ha establecido como una prioridad el respeto irrestricto de los derechos humanos, por lo tanto, la presidenta constitucional de la República giró, como su primera orden ejecutiva, a las Fuerzas de Seguridad que no exista ninguna represión a la protesta social. Se logró garantizar que las movilizaciones sociales se lleven a cabo en el ejercicio del derecho a la reunión y manifestación pacífica, se protejan los derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal de todas las personas, respetando los estándares internacionales en materia de derechos humanos.
70. En ese sentido, la SEDS presentó públicamente en marzo de 2023 el Manual de uso de la fuerza y armas de fuego, aprobado mediante el Acuerdo Ministerial n.o 0441-2023, que tiene el objeto de orientar a los miembros de la Policía Nacional en la toma de decisiones al hacer uso de la fuerza bajo principios rectores estipulados en la normativa nacional e internacional con irrestricto apego y respeto a los derechos humanos.
71. De igual forma, se continúa en constante formación a los policías en cuanto al uso de la fuerza, con el propósito de que estos realicen sus procedimientos de conformidad con los estándares internacionales, en los temas de implementación de medidas cautelares de persecución penal, derechos humanos y en el manual del uso de la fuerza, para que los procedimientos se realicen bajo la normativa legal. Del 31 de octubre de 2021 al 31 de septiembre de 2022, se capacitó a tres mil trescientos veintidós (3,322) miembros de la carrera policial en los temas antes mencionados.
72. En relación con la formación sobre uso de la fuerza a militares, todas las academias, centros de formación y capacitación de las Fuerzas Armadas incluyen, dentro de su currícula, la temática sobre el uso de la fuerza y armas de fuego.
73. En cuanto al porte y uso de armas letales en el manejo de manifestaciones públicas, se informa:
a. No está autorizado el uso de la fuerza letal en manifestaciones públicas. Según el protocolo de actuación, en caso de disturbios o cualquier otra manifestación pública que se torne violenta, la Policía Nacional deberá restablecer el orden público, tal como lo manda la ley. Se debe hacer únicamente a través de técnicas y tácticas policiales para el control y dispersión de multitudes, empleando solamente medios autorizados por la normativa nacional, los tratados internacionales y el manual del uso de la fuerza, utilizando las técnicas que causen el menor daño a la integridad de las personas y sus bienes.
b. En toda intervención la Policía Nacional utiliza los métodos alternos de resolución de conflictos, con enfoque de derechos humanos. Previo al momento de hacer uso del empleo de la fuerza, se le instruye al personal policial agotar los medios pacíficos para la solución al conflicto para encontrar soluciones que satisfagan tanto a los ciudadanos que se encuentran en las manifestaciones como a los que no participan de ella.
c. El equipo autorizado a la Policía Nacional en las manifestaciones públicas es el siguiente:
i. Vara o bastón policial
ii. Escudo
iii. Casco
iv. Chaleco antibalas
v. Linterna de mano
vi. Aros de presión
vii. Gas pimienta
viii. Armas reglamentarias y otras que se consideren no letales
[bookmark: _Toc155617963]Capacitación en derechos humanos para funcionarios de hacer cumplir la ley
74. En cuanto a la recomendación 104.48, sobre capacitaciones en materia de derecho aplicado a las operaciones para facilitar el asesoramiento a los comandantes, se informa que la SEDENA, por instrucciones de la presidenta y comandante general de las Fuerzas Armadas, creó en 2022 la Dirección de Derechos Humanos y Equidad de Género, como un espacio de formación militar fundamentado en el respeto y protección de los derechos humanos y equidad de género. Se instruyó incluir en los planes de estudio todas las capacitaciones relacionadas con los temas antes mencionados.
75. Igualmente, se ha establecido una estructura organizativa de derecho internacional humanitario y derechos humanos en todas las Fuerzas Armadas con departamentos a nivel de fuerzas y secciones, creando en cada una de ellas oficinas de derecho internacional humanitario, derechos humanos y equidad de género. El objetivo es continuar promoviendo y fortaleciendo los derechos humanos como una normativa institucional.
76. A finales de 2022, se reportaron treinta y ocho mil setecientos sesenta y tres (38,763) participaciones de personal civil y militar, en capacitaciones de derechos humanos, derecho internacional humanitario, equidad de género y uso de la fuerza.
77. Asimismo, la SEDH impulsa capacitaciones en materia de derechos humanos (para abordar más, ver la respuesta a las recomendaciones 104.45 y 104.155 de este informe).
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78. En lo que respecta a las recomendaciones 104.59; 104.61; 104.62; 104.64; 104.65; 104.66; y, 104.76, relativas a la independencia del Poder Judicial, el Congreso Nacional aprobó un marco legal para garantizar la selección de los nuevos magistrados de la Corte Suprema de Justicia. Mediante Decreto Legislativo n.º 74-2022 se aprobó la Ley Especial de Organización y Funcionamiento de la Junta Nominadora para la Proposición de Candidatos a Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, cuya finalidad es garantizar un proceso de elección de los/as nuevos/as magistrados/as de la Corte Suprema de Justicia del periodo 2023-2030 en concordancia con los estándares internacionales de objetividad y transparencia, publicidad, participación, para garantizar la independencia e imparcialidad judicial.
79. Posteriormente, mediante el Decreto Legislativo n.º 2-2023 se eligieron, de manera pacífica y mediante acuerdos políticos, destacando la equidad de género[footnoteRef:40],  a las personas magistradas de la nueva Corte Suprema de Justicia por un periodo de siete (7) años, tomando en cuenta la nómina presentada por la Junta Nominadora. [40:  De quince (15) Magistrados/as que componen la Corte Suprema de Justicia, ocho (8) resultaron magistradas y siete (7) magistrados.] 

80. En lo que respecta a la recomendación 104.60, sobre garantizar la independencia del poder judicial  para la carrera judicial, en particular para el nombramiento, el ascenso, la sanción disciplinaria y la destitución de los jueces  el Poder Judicial, se informa que, al momento de la elaboración del presente informe, se está trabajando en un nuevo proyecto de ley para sustituir a la actual ley de la carrera judicial, tras la abrogación de la ley del consejo y la carrera judicial, a fin de contar con una normativa moderna que responda a las necesidades de la administración del Poder Judicial y a los estándares internacionales.
81. En cuanto a la recomendación 104.63, sobre el procedimiento de selección y nombramiento de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, así como del fiscal general, se informa que en junio de 2023 se publicó el Reglamento de la junta proponente para la nominación de candidaturas a la fiscalía general de la República y la fiscalía general adjunta, estableciendo principios como objetividad, imparcialidad y transparencia. La junta tomó decisiones basadas en criterios objetivos y aprobados por el IAIP, evitando influencias políticas partidarias. El principio de transparencia se aseguró mediante transmisiones en vivo de las sesiones y la publicación de documentación en el portal de transparencia.
Ante ello, al no lograr consensos para la elección del fiscal general de la República y fiscal general adjunto, se designó una Comisión Permanente del Congreso Nacional conformada por nueve miembros y sus suplentes para ejercer funciones durante los recesos, con base en la Constitución y la Ley Orgánica del Poder Legislativo. Esta comisión, mediante Resolución 03-2023, eligió interinamente al fiscal general y al fiscal general adjunto, Johel Antonio Zelaya Álvarez y Mario Alexis Morazán Aguilera, respectivamente, con base en mandatos constitucionales. La elección interina cumple el mandato constitucional de garantizar la justicia, la seguridad jurídica y el respeto al Estado de Derecho para los hondureños/as.
82. En lo que respecta a la recomendación 104.80, sobre fortalecer la capacidad del sistema judicial a fin de proseguir decididamente la lucha contra el narcotráfico, la trata de personas y la corrupción, el Estado informa que la Corte Suprema de Justicia,  el 31 de octubre de 2023, creó en el circuito en materia de criminalidad organizada y corrupción, con la finalidad de fortalecer la lucha contra la criminalidad organizada, corrupción y extorsión, a través de la distribución correcta del personal y recursos materiales, suprimiendo conflictos de competencias.  El Juzgado de Letras de lo Penal estará conformado por los actuales Juzgados de Corrupción, Extorsión, de Competencia Territorial Nacional en Materia Penal, que actualmente funcionan en Tegucigalpa y San Pedro Sula; y el Juzgado de Letras Penal con Jurisdicción Nacional de Delitos Tributarios. Por su parte, el Tribunal de Sentencia estará conformado por los actuales Tribunales de Sentencia de Corrupción, Extorsión y Competencia Territorial Nacional en Materia Penal. 
83. En cuanto a la Corte de Apelaciones de lo Penal, se conforma por las actuales Cortes de Apelaciones de lo Penal con Competencia Nacional en Materia de Corrupción y Extorsión, que deberán integrar una sola corte y organizar el trabajo entre sus magistrados en forma equitativa y aleatoria, a través del sistema de rotación de la presidencia de la causa. 
84. Por su parte, el Juzgado de Ejecución con Competencia Nacional en Materia de Criminalidad Organizada y Corrupción estará integrado como mínimo por tres jueces.
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85. En cuanto a las recomendaciones 104.44 y 104.79, sobre las investigaciones a todas las denuncias de violaciones de los derechos humanos y abusos cometidos por las fuerzas de seguridad, el Estado informa que el Centro de Documentación e Información Judicial reporta que se han procesado catorce (14) casos sobre violaciones a derechos humanos durante el 2023, cometidos por agentes de seguridad del Estado, abarcando un total de veinticinco (25) imputados.
86. Asimismo, se registran siete (7) casos procesados por los delitos relacionados con tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes, conteniendo un total de catorce (14) imputados. Finalmente, existen tres (3) casos judicializados de agentes de seguridad estatales por delitos contra la vida.
87. Por su parte, el Ministerio Público, por medio de la Fiscalía Especial de Delitos Contra la Vida, posee dentro de su estructura la sección de muertes cometidas por miembros de los cuerpos de defensa y/o seguridad, el orden o funcionarios públicos, quienes son los encargados de investigar las muertes cometidas bajo la apariencia de ejecución extrajudicial. Esta sección trabaja con la unidad especial de la ATIC, quienes realizan su trabajo desde la perspectiva de derechos humanos, utilizando las convenciones y protocolos diseñados para tal fin, como el Protocolo de Minnesota, la Convención Internacional contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.
88. En cuanto a la recomendación 104.51, sobre la investigación de los delitos cometidos en las manifestaciones posteriores a las elecciones de 2017, se informa que la Fiscalía Especial de Delitos Contra la Vida inició de oficio la investigación de las muertes violentas acaecidas en el contexto postelectoral, así como en la plataforma de las reformas de salud y educación. De los asesinatos acaecidos se han presentado cuatro (4) requerimientos fiscales, actualmente se está trabajando en la presentación de dos (2) requerimientos fiscales más y se continúa con las investigaciones de otras muertes violentas de esos períodos.
89. En lo que respecta a la recomendación 104.52, sobre las medidas adoptadas para combatir la violencia contra los periodistas, el Estado informa que, a parte de la culminación de diversos procesos investigativos dentro de plazos razonables, la Fiscalía Especial para la Protección de Defensores de Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia, continúa desarrollando jornadas de capacitaciones a Operadores de Justicia, en diversos temas concernientes para las personas en condición de vulnerabilidad, dentro de estos los periodistas y comunicadores sociales, promoviendo la tutela de sus derechos y garantías fundamentales. A la fecha se ha logrado capacitar a más de mil (1,000) personas.
90. En respuesta a las recomendaciones 104.67; y 104.70, sobre fortalecer y renovar el mandato de la MACCIH, se informa que la administración anterior de 2014-2021 no renovó su convenio, ralentizando todos los avances conseguidos en la lucha contra la corrupción.
91. Sin embargo, el Gobierno Solidario, consciente de las debilidades heredadas en el sistema judicial del Estado, se propuso, en su Plan de Gobierno para Refundar Honduras 2022-2026, el auxilio del apoyo temporal de la comunidad internacional a través de la creación de la Comisión Internacional contra la Corrupción e Impunidad en Honduras, con el apoyo de las Naciones Unidas.
92. En ese sentido, en diciembre de 2022, el Estado de Honduras firmó un memorándum de entendimiento con el secretario general de Naciones Unidas para la instalación de la CICIH. Constituye un primer paso de cara al objetivo de la instalación oficial de la misma.
93. En lo concerniente a la recomendación 104.71, sobre brindar justicia a las agresiones y asesinatos de defensores de derechos humanos, el Estado informa que durante el período comprendido entre el 2022, al momento de la elaboración del presente informe, se registran cuatro (4) casos judicializados por delitos cometidos en perjuicio de líderes o miembros de comunidades indígenas o afrodescendientes:
a. Requerimiento fiscal presentado en fecha 13 de febrero de 2022, por el delito de homicidio en perjuicio de un miembro del pueblo indígena lenca ante el Juzgado Seccional de Gracias, Lempira. Se dictó sentencia absolutoria —actualmente se encuentra pendiente de fallo por recurso de casación interpuesto—.
b. Requerimiento fiscal presentado en fecha 31 de agosto de 2022, ante el Juzgado de Letras Seccional de Marcala, La Paz, por el delito de amenazas cometido en perjuicio de miembro del pueblo indígena lenca.
c. Requerimiento Fiscal presentado en fecha 26 de enero de 2023, ante el Juzgado de Letras Seccional de Marcala, La Paz, por el delito de amenazas en perjuicio de miembros del pueblo indígena lenca, integrantes de la organización MILPA.
d. Requerimiento Fiscal presentado en fecha 30 de abril de 2022, ante el Juzgado de Letras Seccional de Trujillo, Colón, por el delito de torturas y violación a los deberes de los funcionarios en perjuicio de miembro del pueblo garífuna. El caso fue sobreseído porque los ofendidos no se presentaron a declarar en la audiencia inicial.
94. Asimismo, durante el período comprendido entre el 2022, al momento de la elaboración del presente informe, se registran tres (3) casos judicializados por delitos contra la vida en perjuicio de defensores de derechos humanos:
a. El Tribunal de Sentencia de Tegucigalpa emitió sentencia condenatoria por el delito de asesinato cometido en perjuicio de Thalía Rodríguez, mujer transgénero defensora de derechos de las personas trans. Se dictó pena concreta de 30 años en mayo del 2023, por el delito de asesinato, en perjuicio de la antes mencionada; y pena concreta de 13 años y 4 meses, por asesinato en su grado de ejecución de tentativa inacabada en perjuicio de testigo protegido.
b. Se presentó requerimiento fiscal por el delito de asesinato en perjuicio de Benigno Maldonado, defensor de la tierra y de territorio, ante el Juzgado de Letras Penal, con Competencia Territorial Nacional en Materia Penal de San Pedro Sula. Al momento de la elaboración del presente informe, el caso se encuentra en proceso.
c. En 2023 se inició el juicio oral y público, en el Tribunal de Sentencia de Choluteca, por el asesinato de Iris Alejandra Álvarez, líder comunitaria y defensora de la tierra. 
d. Se presentó requerimiento fiscal ante el Juzgado de Letras, de la Sección judicial de Choluteca, en 2023, por el asesinato del periodista Ricardo Ávila.
e. Se remitió fallo condenatorio en contra de uno de los imputados del asesinato del periodista Luis Alonso Almendares, asesinado en 2020.
95. En lo que concierne a las recomendaciones 104.81; y, 104.97, sobre la investigación de los delitos contra los defensores de derechos humanos, como el de la defensora Berta Cáceres, el Estado informa que se han documentado tres casos con sentencias condenatorias que implican a seis (6) individuos por delitos contra la vida que impactaron a tres (3) defensores de derechos humanos. Además, se han reportado tres (3) casos adicionales en los que se dictó sentencia condenatoria contra seis (6) personas por delitos similares, afectando a defensores de derechos humanos como Berta Cáceres, Félix Vásquez y Thalía Rodríguez.
96. Entre 2019 y 2023 la Fiscalía Especial de Delitos contra la Vida ha registrado ocho (8) casos de crímenes contra defensores de derechos humanos. Se ha iniciado la investigación por el asesinato de dos (2) defensores de derechos ambientales en la comunidad de Guapinol, uno en Santa Bárbara y otro en Comayagua.
97. En cuanto a la líder ambientalista e indígena Berta Cáceres, el 1 de diciembre de 2023, el Ministerio Público libró requerimiento fiscal —orden de captura— contra el primer acusado en condición de autor intelectual del crimen[footnoteRef:41].   [41:  Noticia disponible en: Requerimiento fiscal con orden de captura contra otro implicado en el asesinato de Berta Cáceres | Ministerio Público de Honduras] 

a. Entre 2019 y 2023 la Fiscalía Especial de Delitos contra la Vida, registró ocho (8) casos de crímenes contra defensores de derechos humanos. Se ha iniciado la investigación por el asesinato de dos (2) defensores de derechos ambientales en la comunidad de Guapinol, uno en Santa Bárbara y otro en Comayagua.
98. En cuanto a la recomendación 104.114, sobre las investigaciones de los delitos de trata de personas, el Estado de Honduras informa que la Ley contra la Trata de Personas[footnoteRef:42] y el Código Penal vigente[footnoteRef:43] señalan que estos delitos con la pena de cárcel de diez (10) a quince (15) años. De igual manera, las Fiscalías Especiales que dirigen las investigaciones, entre el año 2020 a 2022, obtuvieron sentencias con las que se condenaron de setenta y nueve (79) personas; trescientas (300) personas denunciadas y llevó a cabo más de ciento setenta cinco (175) audiencias, presenciales y virtuales —unas de forma presencial y otras por las plataformas virtuales— como Zoom; están funcionando las unidades de investigación del Ministerio Público y la Policía Nacional. A continuación, se desglosan las denuncias por año: [42:  Decreto Legislativo no. 59-2012.]  [43:  Decreto Legislativo no.130-2017; con sus reformas Decretos Legislativos: 119-2019; 46-2020; y, 93-2021] 

	Años
	2020
	2021
	2022

	Número de sentencias
	12
	21
	31

	Fuente: CICESCT



[bookmark: _Toc155617967]Capacitación en derechos humanos a funcionarios judiciales
99. En cuanto a la recomendación 104.69, sobre las capacitaciones en derechos humanos a los funcionarios jurídicos y judiciales, se informa que la Escuela Judicial Salomón Jiménez Castro reporta que, durante el 2023, se han realizado veintitrés (23) acciones formativas en materia de derechos humanos, dirigidas a funcionarios del Poder Judicial, así como a distintos funcionarios de otras instituciones estatales y población en general.
[bookmark: _Toc155617968]Lucha contra la corrupción
100. En relación con las recomendaciones 104.72; 104.73; y, 104.74, sobre las medidas contra la corrupción, la STLCC ha llevado a cabo diversas acciones a través de la ONADICI, para fortalecer el Sistema Nacional de Control Interno y la lucha contra la corrupción.
101. Se ha trabajado en la modernización de la Ley de Control Interno de Honduras, presentando un anteproyecto a la presidencia de la República. Además, se ha implementado el MARCI con múltiples acciones:
a. Elaboración de planes anuales y programas para el MARCI, incluyendo el Plan Anual de Implementación, Capacitación, Socialización y Sensibilización.
b. Desarrollo de documentos técnicos, normativos y metodológicos para el MARCI, como guías metodológicas y estrategias específicas para entidades municipales y comunitarias.
c. Éxitos en el sector público gracias al MARCI, con la conformación de ciento cinco (105) COCOIN, capacitación de más de veinte mil (20,000) servidores públicos y el fortalecimiento de las Unidades de Auditoría Interna.
d. Promoción de la rendición de cuentas mediante mecanismos de evaluación y autoevaluación.
102. Además, ha fortalecido los procesos de control mediante ciento diez (110) visitas de mejora continua, buscando mejorar la confianza ciudadana, fortalecer la institucionalidad y prevenir e identificar irregularidades y actos de corrupción.
103. En aras de promover la integridad pública, se ha establecido un Comité de Probidad y Ética Pública, y se han presentado declaraciones de compromiso y juradas de ingresos activos y pasivos.
104. Igualmente, en enero de 2021 se apertura la UNODC para el acompañamiento técnico del Estado y las instituciones del Sistema Nacional Anticorrupción en materia de transparencia, lucha contra el narcotráfico y lavado de activos. A la fecha se implementa el Proyecto fortalecimiento de la prevención de la corrupción y promoción de la transparencia en Honduras, con el objetivo de fortalecer las capacidades nacionales de prevenir, combatir eficaz y eficientemente la corrupción, promover la integridad, rendición de cuentas, transparencia y la debida gestión de los asuntos y bienes. UNODC apoya técnica y financieramente al Estado, trabajando directamente con la STLCC.
105. En aras de fortalecer el Estado de derecho, la presidenta constitucional de la República, Iris Xiomara Castro, al inicio de su mandato reafirmó su compromiso para garantizar la transparencia en la administración pública, materializando dicha aspiración con la creación de STLCC, mediante Decreto Ejecutivo PCM 05-2022. Su finalidad es prevenir y combatir el flagelo de la corrupción en el ejercicio de la función pública y privada mediante el diseño, promoción, coordinación, supervisión y evaluación de las políticas, estrategias y programas anticorrupción, los que deberán fomentar la transparencia y las prácticas del buen Gobierno.
a. En ese sentido, la STLCC ha capacitado a mil ochocientos noventa y cuatro (1,894) ciudadanos/as pertenecientes a catorce (14) sectores de la sociedad de distintas organizaciones de etnias, mujeres, campesinos, central de trabajadores, colegios profesionales, maestros, academia y empresa privada.
b. Asimismo, lanzó el PAEAH 2023-2025, desarrollando tres (3) jornadas transversales, contando con una participación y colaboración de cuatro mil doscientos cuarenta y siete (4,247) ciudadanos/as pertenecientes a catorce (14) sectores de la sociedad civil. A la fecha, el plan se encuentra en su etapa de implementación, con la meta a corto plazo de fortalecer la visión del Estado abierto y la institucionalización paulatina de los principios de gobierno abierto como filosofía de gobernanza en la administración pública.
c. Puesta en marcha de la creación de una política de datos abiertos y un portal nacional de datos abiertos, con el fin de promover la apertura de información en las instituciones públicas, fomentar la participación ciudadana y fortalecer la transparencia en el manejo de los recursos públicos, involucrando a los diferentes sectores de la sociedad, para la promoción de la apertura y uso de datos.
d. Se instauró el SNTA, órgano responsable de coordinar y promover el diálogo entre el Gobierno y los diferentes sectores de la sociedad, fomentando la cultura de la transparencia y la participación ciudadana. Actualmente se están desarrollando acciones para sensibilizar e informar a los sectores que conforman el mismo.
e. Implementación del INTIP, acción concreta de la línea estratégica Mejorar la comprensión del fenómeno de la corrupción, de la primera ENTAH. En ese sentido, se compone de un plan estructurado por etapas, encontrándose actualmente en la primera, que tiene como objetivo medir y evaluar a las instituciones, otorgando una calificación, pero, a su vez, en esta primera etapa, se armonizará la información disponible que deben tener las instituciones de la administración públicas en sus sitios web. Como parte de la implementación del INTIP, en diciembre de 2022 se lanzó la LBTIP que permite identificar oportunidades para prevenir y mitigar riesgos que atenten contra la transparencia, los mecanismos de rendición de cuenta y, sobre todo, la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones sobre cuestiones que les afectan de manera directa o indirecta.
f. Publicación del Informe de transparencia en el marco de la emergencia nacional declarada por Decreto Ejecutivo PCM 24-2022. Se publicó un informe de transparencia sobre la gestión de las instituciones públicas —el decreto mencionado facultaba para realizar contrataciones directas— previniendo todo acto de corrupción, estableciendo las lecciones aprendidas e incluyendo recomendaciones para futuras emergencias. Esto demuestra un compromiso del Gobierno Solidario con la transparencia y rendición de cuentas.
g. Fortalecimiento de las CCT, que se componen de organismos locales creados con el propósito de promover la transparencia, la rendición de cuentas y la participación ciudadana en los asuntos públicos. Estas son establecidas en diferentes municipios y se enfocan en vigilar y garantizar que el Gobierno opere de manera abierta y transparente.
106. En lo referente al establecimiento de los órganos jurisdiccionales con competencia territorial nacional en materia de criminalidad organizada y corrupción, se ha señalado que, en cuanto a los delitos de corrupción contra la administración pública, prevaricato judicial y denegación de justicia, será competente conocer de estos delitos cuando las personas responsables sean  funcionarios de Estado, que realice actuaciones en nombre o por delegación del Estado o que participe en dichos ilícitos valiéndose de sus funciones.
107. Cada órgano jurisdiccional que integra este circuito tiene competencia en todo el país, por lo que se elimina la separación de competencias por territorio que, según Acuerdos de Pleno n.º 02-2016 y 02-2017, se estableció para los Juzgados de Letras, sin perjuicio de que sus sedes sigan funcionando en Tegucigalpa, San Pedro Sula y La Ceiba.
[bookmark: _Toc155617969]Delitos e impunidad
108. Para dar respuesta a la recomendación 104.77, sobre combatir los delitos e impunidad, se informa que se implementan mecanismos de denuncia en zonas postergadas, las cuales llegarán directamente al servidor instalado en el Ministerio Público para su pronta tramitación.
109. Mediante las acciones del Sistema de Garantía de Derechos de la Niñez del Distrito Central y San Pedro Sula, del cual es miembro el Ministerio Público, implementó una aplicación para que ciudadanos y niños puedan presentar sus denuncias anónimas y que se dirigirán a Fiscalía Especial de Protección de la Niñez.
110. Con el patrocinio del Fondo de Población, se capacitaron maestros y personal de salud para fortalecer la coordinación y promover la denuncia; informar sobre derechos sexuales y reproductivos; delitos sexuales y violencia contra niños, niñas y adolescentes; la ruta de la denuncia, promoverla; entre otros temas.
[bookmark: _Toc154762032][bookmark: _Toc155617970]Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales[footnoteRef:44] [44:  En cumplimiento a la recomendación 104.135.] 

[bookmark: _Toc155617971]Lucha contra la pobreza
111. En cuanto a las recomendaciones 104.125; 104.126; 104.127; 104.128; 104.129; y, 104.136 sobre la erradicación de la pobreza y la extrema pobreza, se informa que el Estado, a través de SEDESOL, cuenta con dos brazos ejecutores[footnoteRef:45]:  [45:  Estos crean programas y proyectos encaminados a fortalecer el goce y disfrute de los derechos más elementales de las personas que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad] 

a. Red Solidaria está orientada a la reducción de la pobreza y pobreza extrema, trabaja con seis (6) ejes fundamentales[footnoteRef:46]. [46:  Educación, salud, fortalecimiento local y humano, infraestructura y ambiente, oportunidades de ingreso y protección] 

b. PROASOL[footnoteRef:47] está orientado para trabajar con doce (12) grupos en situación de vulnerabilidad. [47:  Creado mediante Decreto Ejecutivo no. PCM-20-2022] 

112. En ese sentido, la Red Solidaria trabaja en las zonas rurales del país para reducir la pobreza y pobreza extrema. En el 2022 se aplicó un censo de necesidades socioeconómicas en dos mil siete (2,007) aldeas focalizadas en los dieciocho (18) departamentos del país, por lo cual cuenta con dieciocho (18) coordinadores departamentales; mil quinientas (1,500) mesas solidarias; y dos mil siete (2,007) cajas productivas, iniciando la cobertura y brindando lo prioritario en las comunidades con mayores necesidades.
113. En el marco del III Plan Nacional de Igualdad y Justicia de Género 2023-2033, se impulsa el acceso a los recursos y bienes necesarios para alcanzar la superación de la pobreza de la mano de la óptica que resalta el género y la mujer. Asimismo, en aras de la reducción de la pobreza con enfoque de género, los programas Nuestras Raíces, Red Solidaria y CREDIMUJER, en coordinación con SEMUJER, hacen entrega de 30 millones de lempiras en capitales iniciales para emprendimientos de mujeres vulnerables.
114. Según las estadísticas del INE que calcula todos los años a través de la EPHPM, en 2019, antes de la pandemia por la COVID-19, el porcentaje de hogares en situación de pobreza a nivel nacional fue del 59.3%.
115.  Es importante resaltar que, el impacto de la COVID-19, así como los huracanes ETA y IOTA, afectaron la actividad económica con graves consecuencias, incluyendo al empleo asalariado como al independiente. Como resultado se redujo la masa de ingresos por trabajo y el ingreso medio de los hogares disminuyó en términos reales, lo que provocó que en el 2021 el porcentaje de hogares en condición de pobreza aumentará al 73.6%[footnoteRef:48]. [48:  INE. Resumen Ejecutivo LXXII EPHPM (junio/2021). https://n9.cl/9vthe ] 

116. En 2023, producto de la recuperación de la economía, los indicadores reflejan que se está retornando a los niveles de pobreza de prepandemia, siendo el porcentaje de hogares en situación de pobreza a nivel nacional de 64.1%.
	Estadísticas de pobreza de la población a nivel nacional de los últimos 10 años

	[bookmark: _Hlk153199162]Concepto
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021/P
	2022

	Pobreza*
	66.52
	64.50
	62.8
	63.78
	60.90
	68.84
	61.9
	59.3
	ND
	73.6
	ND

	Pobreza relativa*
	20.50
	21.94
	23.1
	23.78
	22.50
	23.58
	23.1
	22.6
	ND
	19.9
	ND

	Pobreza extrema*
	46.02
	42.56
	39.7
	39.99
	38.40
	44.19
	38.7
	36.7
	ND
	53.7
	ND

	Personas** que viven en hogares con ingresos per cápita de un dólar o menos
	24.09
	22.55
	18.16
	18.75
	20.06
	20.88
	19.9
	38.05
	ND
	32.30
	ND

	Coeficiente de GINI (desigualdad en la distribución de los ingresos)
	0.57
	0.54
	0.52
	0.51
	0.52
	0.52
	0.53
	0.52
	ND
	0.55
	ND

	[bookmark: _Hlk153197255]Fuente: Datos INE/ Indicadores cifra país 2012-2020[footnoteRef:49] y Resumen Ejecutivo de la LXXII EPHPM 2021. [49:  INE. https://n9.cl/0wnjg ] 

*% de hogares
**% de personas
/P Preliminar julio 2021
ND: dato no disponible



117. Debido a los cambios en los resultados de los indicadores de pobreza en el contexto antes mencionado, el INE tomó la decisión de someter a un análisis forense las bases de datos correspondiente a los años 2021 y 2022, en colaboración con la CEPAL. Además, se ha conformado una Comisión Interinstitucional para analizar la consistencia de las mediciones de pobreza.
Derecho a la alimentación
118. En lo que respecta a la recomendación 104.131, sobre las iniciativas para contrarrestar la situación de inseguridad alimentaria, el Estado informa que, a través de la SAG, durante el 2023, ha realizado una serie de inversiones y programas destinados a beneficiar a diferentes sectores, especialmente a productores y ganaderos, buscando impulsar la productividad y el bienestar de los antes mencionados, con un enfoque específico en la igualdad de género y el fortalecimiento de la seguridad alimentaria y nutricional, ante ello a continuación se detalla:
a. Inversión total: 1,300 millones de lempiras en la entrega de BTP, Bono Cafetalero y Bono Ganadero.
b. BTP: 
i. Se beneficiaron a doscientos noventa y tres mil (293,000) productores/as con una inversión de 1,000 millones de lempiras.
ii. De los beneficiarios del BTP, doscientos un mil ochenta y cuatro (201,084) son hombres y noventa y dos mil ciento dieciséis (92,116) son mujeres.
iii. La inversión para hombres fue de 363.5 millones de lempiras, y para mujeres fue de 103.8 millones de lempiras.
c. Bono Cafetalero:
i. Se beneficiaron a noventa y dos mil quinientos cincuenta y cinco (92,555) productores/as con una inversión de 250 millones de lempiras.
ii. De los beneficiados, veinte mil ciento trece (20,113) fueron mujeres con una inversión de 55.4 millones de lempiras.
iii. Para los hombres, la inversión fue de 194.6 millones de lempiras, beneficiando a setenta y dos mil cincuenta y cuatro (72,054).
d. Bono Ganadero, cuya finalidad es fortalecer la producción ganadera.
i. Los beneficiarios fueron 20,314 ganaderos/as con una inversión de 50 millones de lempiras.
e. Programa de Seguridad Alimentaria y Nutricional:
i. Se invirtieron 14.2 millones de lempiras, atendiendo a doscientos cuarenta y seis (246) productores/as, de los cuales doscientos treinta (230) son mujeres y ciento dieciséis (116) son hombres.
ii. Las acciones incluyeron mejorar la igualdad de acceso a servicios públicos relacionados con la nutrición, fortalecer enfoques territoriales integrados de desarrollo local, mejorar la comunicación y coordinación, así como promover la seguridad alimentaria nutricional.
119. Asimismo, la Dirección de Pesca y Acuicultura, para contribuir a la seguridad alimentaria mediante el acceso al alimento proteico de alta calidad, benefició a ciento sesenta y cuatro (164) productores/as, con la distribución de un millón doscientos sesenta y cinco mil quinientos noventa (1,265,590) alevines de tilapia a productores/as acuícolas de pequeña escala. De esta forma, fueron otorgados a nueve mil trescientos diez (9,310) hombres y seiscientos treinta y dos (632) mujeres, nueve mil novecientos cuarenta y dos (9,942) permisos de pesca para acceder a los recursos marinos como medios de vida.
120. Por su parte, el Estado, mediante el PRONAGRI, realizó actividades para mejorar la seguridad alimentaria y la calidad de vida de los productores/as del área rural, beneficiando a tres mil quinientos setenta y cinco (3,575) productores/as, de estos ochocientos, setenta y cinto (875) son mujeres y dos mil setecientos (2,700) son hombres. Esto refleja una inversión total de 29,6 millones de lempiras a través de la incorporación de nuevas hectáreas bajo riego, hectáreas de tierras agrícolas irrigadas produciendo, asistencia técnica, capacitación y sensibilización en género y el establecimiento de lotes demostrativos.
121. Igualmente, se continúa con la entrega de meriendas escolares a más de veintidós mil (22,000) centros educativos, logrando alcanzar con alimentos a más de un millón cuatrocientos mil (1,400,00) niños y niñas.
[bookmark: _Toc155617972]Derecho al trabajo
122. En cuanto a la recomendación 104.133, sobre el fortalecimiento de programas de desarrollo humano y las transferencias condicionadas, se informa que el Estado, por medio de la Dirección General de Empleo de la SETRASS, ofrece servicios a través del Programa de Trabajo Temporal en el Extranjero con los siguientes objetivos: proporcionar empleo digno a hondureños/as para mejorar su calidad de vida, aumentar sus ingresos y reducir la migración irregular mediante procesos gratuitos y transparentes, garantizando la integridad física de los/as solicitantes.
123. Entre 2021 y 2023 se beneficiaron a tres mil setecientos noventa y tres 3,793 hondureños/as, quienes fueron contratados en el extranjero por medio de las intervenciones de SETRASS. Sin embargo, el Estado reconoce que persiste el desafío de que el programa logre mantener enlaces con los Estados interesados en los convenios y alianzas; así como continuar incorporando empresas y asociaciones. Adicional a ello, es aún un mayor reto que los aplicantes utilicen la modalidad para quedarse ilegalmente lo que debilita la credibilidad de este.
124. En cuanto a las TMC, se informa que estas se encuentran a cargo de SEDESOL. En agosto de 2023, la Red Solidaria, como uno de los brazos ejecutores de la SEDESOL, ejecutó L146,872.00 en TMC; y PROASOL L59,782.00, beneficiando a un total de doscientos seis mil seiscientos cincuenta y cuatro (206,654) familias. Igualmente, PROASOL, mediante el proyecto Cultivando Esperanza, brinda un kit de emprendimiento a las personas colocadas en situación de vulnerabilidad, esto a través del capital semilla.
[bookmark: _Toc155617973]Derecho al agua
125. En cuanto a la recomendación 104.134, sobre la garantía del suministro de agua potable salubre y accesible, se informa que el Estado de Honduras, mediante el SANAA y la UMAPS, garantiza un sistema de agua potable y alcantarillado sanitario de calidad y óptimo a la población. Al momento de la elaboración del informe, se está trabajando en nuevos proyectos de abastecimiento de agua potable, con las represas de Jiniguare y Río del Hombre.
126. En lo que respecta a la recomendación 104.124, sobre aprobar una legislación que regule el trabajo sexual para limitar o prevenir los malos tratos y la discriminación contra los trabajadores sexuales, se	1 informa que la Dirección General de Inspección del Trabajo está elaborando un protocolo de inspección del trabajo: discriminación de género en el empleo y la ocupación. De igual forma, a través de la Dirección General de Previsión Social como parte de CONASIDA, SETRASS está promoviendo la política de VIH en el mundo del trabajo, a través de la divulgación de la Ley Especial de VIH, para la eliminación de la estigmatización y discriminación en los lugares de trabajo con la participación de las organizaciones de personas que viven con VIH. Al momento de la elaboración del presente informe, se está trabajando con la Organización Internacional de Trabajo para la socialización y actualización de la Política de VIH en el trabajo.
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127. En lo concerniente a la recomendación 104.137, sobre la respuesta a los efectos de la pandemia de COVID-19, el Estado informa que, entre las medidas adoptadas para contrarrestar el impacto negativo de la pandemia COVID-19, el BCH ha implementado una serie de ajustes en su política monetaria, con el objetivo de mitigar posibles repercusiones en la economía. Estas medidas incluyen: 
a. Reducir la tasa de política monetaria en 0,75 puntos, situándose en 4,50%.
b. Disminuir la tasa de interés aplicada a los acreedores privados, pasando de 6,25% a 5,50%.
c. Se continuará ofreciendo operaciones de reporte al sistema financiero, con la extensión del plazo máximo de 14 a 28 días y una reducción de las tasas del 7,00% al 6,25%.
d. Se ha establecido la tasa de interés aplicable a las inversiones en 4,50%.
e. Suspensión de las subastas diarias de bonos, para proporcionar mayor liquidez al sistema financiero. Se prevé una inyección de aproximadamente L10,600 millones.
f. Monitorear de manera continua la evolución de las principales variables macroeconómicas, ajustando su política oportunamente para mitigar posibles repercusiones negativas para sus objetivos de crecimiento e inflación. 
128. Por su parte, el Estado, mediante el BCH, informa otras medidas adoptadas que incluyen: 
a. Suspensión de pagos de préstamos al BANHPROVI por tres meses. Además, se destinaron L200 millones para respaldar el sector de la construcción, beneficiando a doscientas (200) familias y protegiendo mil empleos.
b. Agilización de L2,500 millones en créditos agrícolas a través de BANHPROVI para asegurar la seguridad alimentaria. También, se estableció un fondo de L51 millones para apoyar a cinco mil (5,000) pequeñas y medianas empresas.
c. Asignación de L200 millones a los productores agrícolas del Corredor Seco para mantener la producción y estabilidad alimentaria.
d. Entrega de bonos a ciento noventa mil (190,000) pequeños productores y autorización para operar a empresas agrícolas con medidas sanitarias adecuadas.
e. Flexibilización de pagos de impuestos para empresas, incluyendo descuentos por pronto pago y extensiones en cuotas. Además, beneficios fiscales para empresas que mantengan a sus empleados en nómina.
f. Autorización para emitir deuda por hasta US $ 2,500 millones para afrontar la pandemia, con operaciones financieras bajo la SEFIN.
g. Confirmación por parte del Fondo Monetario Internacional de una asignación de US $143 millones para fortalecer la gestión de la crisis derivada de la pandemia, procedentes de acuerdos de derecho de giro y facilidad de crédito aprobados en 2019.
129. Igualmente, mediante el Decreto Legislativo 12-2023, se autoriza a la SESAL a fortalecer los programas y campañas de comunicación con el objeto de educar e instruir a la sociedad sobre el uso de mascarillas.
130. En lo que respecta a las recomendaciones 104.138, 104.39; 104.140, 104.141 y 104.143, sobre la inversión en el sistema de salud, se informa que se han aprobado los siguientes decretos:
a. Decreto Legislativo n.º 30-2022, se aumentó la asignación presupuestaria en materia de salud, aprobando las siguientes cantidades:
i. L26,638,801,518.00 para la SESAL.
ii. L18,34,249,089.00 para el IHSS.
iii. L2,447,070,183.00 para el Hospital Escuela.
b. Decreto Legislativo 103-2022, contentivo de nueve (9) contratos, del cual destaca la ejecución del Proyecto suministro e instalación red de oxígeno y obras varias en la sala COVID de la Ceiba, Atlántida.
c. Decreto Legislativo 73-2022, contentivo de la instrucción a la SESAL; mediante el cual se proceda a realizar las acciones necesarias para la puesta en funcionamiento en condiciones físicas adecuadas del Centro de Salud César Wilfredo Espinoza en San Marcos, Ocotepeque; así como la contratación de un médico y una enfermera para la correcta operatividad del referido centro.
d. Decreto Legislativo 124-2022, contentivo del préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo por un monto de 400 millones de dólares americanos, destinados al programa para emergencias por desastres naturales y de salud pública.
e. Decreto Legislativo 153-2022, mediante el cual se autoriza a la SESAL suscribir un convenio con la organización no gubernamental de capacitación, educación, producción, unificación, desarrollo y organización, para la construcción y equipamiento de cien (100) CEEM, en las comunidades que, de conformidad al Programa de la Red Solidaria, sean consideradas dentro de la más pobres del país. Igualmente, en el artículo 2 se autoriza el convenio entre la SESAL y la Alcaldía Municipal de Roatán, a fin de impulsar la continuación y finalización de la obra física y ulterior de equipamiento del Hospital de Roatán.
131. Adicionalmente, el Gobierno de Honduras y el Banco Interamericano de Desarrollo firmaron, en septiembre de 2023, un contrato de crédito por cinco y cincuenta (150) millones de dólares americanos, con la finalidad de financiar la construcción y equipamiento de tres (3) hospitales de trauma[footnoteRef:50]. [50:  Disponible en: Poder Popular - Gobierno y el BID firman contrato de crédito por 150 millones de dólares para construir tres hospitales] 
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132. En lo concerniente a la recomendación 104.148, sobre ampliar la cobertura del sistema educativo, la SEDUC, a través de las instancias, avanza en el proceso de articulación para desarrollar acciones orientadas a la aplicación de pruebas para medir el aprendizaje de los educandos, a mejorar la infraestructura escolar, mobiliario y tecnología, libros y material didáctico, la merienda escolar, el monitoreo y seguimiento de la supervisión educativa, con énfasis en el acompañamiento docente, para lograr la mejora del indicador de cobertura y mejorar la educación inclusiva, especialmente de los niños pobres, las personas afrohondureñas y las personas con discapacidad en el Sistema Nacional Educativo.
133. En lo que respecta a la recomendación 104.151, sobre la asignación de recursos presupuestarios para la infraestructura escolar, el Estado informa que la presidenta constitucional de la República aprobó un decreto ejecutivo PCM que aprueba el Convenio Marco de Cooperación Institucional con la AMHON, con la finalidad de reparar y reconstruir doce mil (12,000) centros educativos. El convenio fue aprobado por un monto de hasta L2,000,000,000.00 para la ejecución, mantenimiento y reparación de la infraestructura escolar en los doscientos noventa y ocho (298) municipios del país.
134. El programa para intervenir las escuelas está a cargo de la Dirección General de Construcciones Escolares y Bienes Inmuebles adscrita a SEDUC. Dicha instancia proporcionará apoyo a las municipalidades para garantizar el cumplimiento del manual de planificación y diseño de centros educativos en los procesos de formulación y factibilidad de proyectos relacionados con actividades de construcción, reconstrucción, rehabilitación, reforzamiento, mantenimiento y reubicación de centros educativos gubernamentales[footnoteRef:51]. [51:  AMHON. (s. f.). Presidenta Xiomara Castro aprueba convenio con la AMHON por 2 mil millones de lempiras para la reparación y rehabilitación de 12 mil escuelas. https://n9.cl/007dj ] 

135. Por su parte, el Estado, a través del FHIS, desarrolla el programa Unidos x tu Escuela, el cual tiene la finalidad de recuperar los centros educativos en el que colaboran autoridades, maestros, padres de familia y alumnos para reconstruir escuelas. El programa aborda deficiencias prioritarias como techos deteriorados, falta de agua y saneamiento, pisos en mal estado, ausencia de energía eléctrica, muros perimetrales caídos, servicios sanitarios deteriorados, entre otros.
136. Mediante el programa antes descrito, el Estado logró reparar 148,800 m2 en estructura escolar. Por su parte, la SEDUC informó la intervención de mil dos (1,002) centros educativos a nivel nacional en infraestructura con fondos nacionales y de organismos internacionales.
137. En lo concerniente a la recomendación 104.152, sobre continuar con las medidas para erradicar el analfabetismo, el Estado informa que la SEDUC implementa el Programa Nacional de Alfabetización Yo Sí Puedo, como estrategia para contribuir a erradicar el analfabetismo a un 5% de adultos que no saben leer ni escribir.
138. Igualmente, el Gobierno Solidario, mediante la SEDUC, declaró a cien (100) municipios de doscientos noventa y ocho (298) de Honduras libres de analfabetismo, lo que refleja el compromiso colectivo con la educación y el progreso mediante programas innovadores que impulsa la presidenta constitucional de la República, Iris Xiomara Castro. Con esto se alcanzó a ciento treinta y ocho mil ochocientos setenta y seis (138,876) alfabetizados/as. Esto se realizó en el marco del compromiso del Gobierno Solidario y el cuarto objetivo de los Objetivos de Desarrollo Sostenible[footnoteRef:52]. [52:  Consultado en: 13-NP-2023-Declaratoria-100-municipios-libres-de-analfabetismo-final.pdf (se.gob.hn)] 

139. Por otra parte, para reducir las brechas de desigualdad y fomentar el acceso y permanencia de la niñez, adolescencia y juventud en el sistema educativo, la SEDESOL, mediante el Programa Becas Solidarias, implementa, desde julio de 2023, el SINABE[footnoteRef:53]. Este trabaja con un presupuesto de cuatrocientos (400) millones de lempiras, desde la fecha antes indicada hasta el 08 de diciembre de 2023. Se lograron otorgar más de diez mil (10,000) becas universitarias en los niveles de grado y posgrado a jóvenes en condición económica limitada. El Estado reconoce que se mantiene el reto de ampliar el acceso y calidad educativa de los educandos con enfoque de inclusión, género, discapacidad y etnicidad, para que así se logre reducir los índices de deserción escolar y el analfabetismo. [53:  Creado mediante Decreto Ejecutivo no. PCM 09-2023] 

140. En cuanto a las recomendaciones 104.153 y 104.159, sobre los esfuerzos para garantizar que la enseñanza primaria sea gratuita, se informa que la SEDUC desarrolla procesos del rediseño del Currículo Nacional de Educación para mejorar el enfoque inclusivo en sus marcos de política institucional en el Plan Estratégico Institucional 2022-2026, para garantizar que la enseñanza sea gratuita en los niveles de educación prebásica, básica y media.
[bookmark: _Toc155617976]Derecho al medio ambiente sano
141. En cuanto a la recomendación 104.36, sobre asignar recursos a políticas inclusivas para hacer frente al cambio climático, se informa que, a través de la SERNA, el Estado se encuentra definiendo los indicadores de seguimiento de las NDC actualizada en 2021, para hacer un adecuado monitoreo, reporte y verificación de las medidas de mitigación, así como el monitoreo y evolución de las medidas de adaptación propuestas en las NDC. Al momento de la elaboración de este informe, se inicia un nuevo proceso de actualización de la NDC para 2024.
142. En el país se están implementado varias medidas de mitigación, como las NAMA de ganadería sostenible, iniciativas de electromovilidad y eficiencia energética, reducción de gases, entre otras. Estas medidas aún no tienen una cuantificación de su reducción de emisiones.
143. Asimismo, mediante el Decreto Ejecutivo PCM 123-2021, se fortalece la normalización e implementación del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático de Honduras y el alineamiento de las inversiones con enfoque de adaptación al cambio climático, cuyo propósito es establecer en la política ambiental de Estado, las directrices para planificar y responder de manera adecuada, coordinada y sostenida a la adaptación de los impactos adversos que genera el cambio climático en el país.
144. Por otro lado, por medio del ICF y la Junta Administradora del FAPVS, se entregó veintisiete (27) contratos valorados en 68 millones de lempiras para la conservación y gestión de áreas protegidas a organismos que coadministran estos espacios.
145. Con la nueva estrategia se incluye intervención con el FAPVS para un proyecto en la Reserva de Biosfera del Río Plátano, con el objetivo de contribuir a su conservación. 
146. En cuanto a la asignación adecuada de recursos financieros, la SEFIN cuenta con el Plan de Implementación de la Estrategia de Gestión Financiera del Riesgo de Desastres 2021-2024, el cual tiene el objetivo de definir responsabilidades, actividades, productos e indicadores de resultado de cada una de las 5 líneas estratégicas.
147. El plan es la hoja de ruta que permitirá el éxito del manejo integral del riesgo financiero frente a los desastres producidos por fenómenos naturales y/o sanitarios. Es un instrumento de seguimiento que contiene lineamientos de evaluación periódica, acordes con el objetivo general de la estrategia y los objetivos específicos por línea estratégica.
148. Por otra parte, el PNUD y el Gobierno han liderado la Mesa de Recuperación Temprana, que es un espacio de intercambio de información y conocimientos en gestión de riesgos y fortalecimiento de capacidades para mejorar los procesos de recuperación y resiliencia post desastre.
149. El PNUD se mantiene en apoyo a la actualización del marco legal y regulatorio para la gestión de riesgo en el país, así como la Ley del SINAGER. Además, apoya el desarrollo de capacidades institucionales de la COPECO. 
150. En 2022 se sistematizó la ayuda humanitaria y actividades de adaptación por parte de la SEDESOL para las depresiones tropicales de Julia e Ian bajo Decreto Ejecutivo de Emergencia PCM-24-2022.
151. En respuesta a la recomendación 104.39, que sugiere la creación de un ministerio o departamento con el mandato específico de abordar las cuestiones relacionadas con el cambio climático, se informa que la Dirección Nacional de Cambio Climático se encuentra adscrita a SERNA y que tiene como objeto lo siguiente:
a. Coordinar acciones orientadas a formular y ejecutar las políticas nacionales para la mitigación de los gases efecto invernadero, así como la adaptación a los efectos adversos del cambio climático.
b. Promover el desarrollo de programas y estrategias de acción climática, relativos con el cumplimiento de los compromisos asumidos a través de la suscripción del Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y el Protocolo de Kyoto.
152. De igual manera, bajo la mencionada dirección, se conformó el Comité Técnico Interinstitucional de Cambio Climático como un órgano permanente de apoyo con la dirección. En este son representadas las instituciones gubernamentales, no gubernamentales, sociedad civil organizada y la academia, tanto a nivel político como técnico, vinculadas al tema de cambio climático[footnoteRef:54]. [54:  Portal único. https://n9.cl/zn6rm ] 

[bookmark: _Toc155617977][bookmark: _Toc154762033]Derechos civiles y políticos
[bookmark: _Toc155617978]Acceso a la información pública
153. En relación con la recomendación 104.110, sobre fortalecer las políticas de acceso a la información pública, tal y como se mencionó en la respuesta a la recomendación 104.94, el Congreso Nacional de la República derogó el Decreto Legislativo n.º 418-2013 contentivo de la Ley para la Clasificación de Documentos Públicos Relacionados con la Seguridad y Defensa Nacional, lo que fomenta el acceso a todo tipo de información pública.
154. Igualmente, el Estado informa lo siguiente:
a. El PAEAH 2023-2025 contiene catorce (14) compromisos y cincuenta y siete (57) acciones encaminadas a fortalecer la capacidad institucional en materia de derechos humanos, a través de la implementación de los principios de transparencia, rendición de cuentas y participación ciudadana.
b. Plan Participativo de la presidencia constitucional de la República para recuperar el acceso a la Cuenta del Desafío del Milenio, a través del fortalecimiento institucional que busca promover la transparencia e integridad en Honduras.
c. ENTAH, creada con base en seis (6) principios rectores, orientados a una reconstrucción y transformación del país en todos sus sectores, con aras al fortalecimiento de una cultura de transparencia, rendición de cuentas y pleno acceso a la información pública. Asimismo, sus seis líneas estratégicas, consideradas como los grandes ejes transversales de la ENTAH, están enfocadas en la prevención, detección, investigación y sanción de los actos de corrupción. Se pretende mejorar la comprensión del fenómeno de la corrupción, coadyuvando al fortalecimiento del marco legal al respecto de estos temas para conseguir los estándares esperados en pro de una cultura de transparencia, con un Estado que garantice, impulse y resguarde el derecho a la información pública.
d. Construcción de la POGP, la cual, al momento de la elaboración del presente informe, se encuentra en desarrollo, con el propósito de fortalecer la capacidad institucional de la administración pública para simplificar, agilizar, dinamizar e innovar en los procesos y procedimientos hacia la calidad, así como las estructuras organizacionales que los operan. Se busca garantizar que el Estado actúe con apego a los principios de economía, celeridad, eficacia y espíritu de servicio, procurando crear un clima propicio para el desarrollo de la competitividad, la inversión pública y privada, que permitan un crecimiento económico del país, que mejore los niveles de vida de la población hondureña. En este contexto, se han desarrollado talleres y giras nacionales participando diversos actores de la sociedad y representantes de los Gobiernos locales e instituciones públicas.
e. Asistencias técnicas para la creación de las unidades de modernización, en cumplimiento al artículo 39 del Reglamento de organización, funcionamiento y competencias del poder ejecutivo, que dicta lo siguiente:
A la Unidad de Modernización le corresponde coordinar las acciones orientadas a diseñar, ejecutar y evaluar medidas de reforma institucional, dando seguimiento a su ejecución, de acuerdo con los programas de la Secretaría de Estado
En ese sentido, se han realizado visitas a diversas instituciones públicas que no cuentan con la unidad de modernización, con la finalidad de sostener reuniones técnicas que permitan la creación de estas.
f. Elaboración y ejecución del Plan Anual para Implementación del MARCI, el cual establece lineamientos para el desarrollo de actividades de comunicación, información, difusión y rendición de cuentas.
g. Elaboración e implementación de políticas institucionales:
i. Política de Planificación y Rendición de Cuentas
ii. Política de Transparencia
iii. Políticas y procedimientos de archivo apropiados para la preservación de los documentos e información que se genera de las operaciones. 
iv. Ciento dos (102) instituciones de la administración centralizada, desconcentrada y descentralizada implementan políticas institucionales.
h. Implementación de un sistema de información interna y externa, con criterios en la calidad de la información en relación con:
i. Información mínima interna
ii. Información mínima externa
i. Fortalecimiento del proceso de difusión de la información pública, financiera, administrativa, de gestión y de cualquier otro tipo por medio:
i. Cumplimiento de las normativas aplicables y políticas institucionales.
ii. Elaboración de planes de comunicación, facilitando la información mínima a la ciudadanía de otras entidades públicas y de otros usuarios externos.
iii. Creación, diseño, desarrollo y actualización de un apartado para el control interno en la página web institucional, la cual incluye información mínima interna para todos los niveles de la organización incluyendo líneas de comunicación independientes, comunicación externa de la información y comunicación con la ciudadanía y otras instituciones.
iv. Boletines de difusión de control interno.
v. Treinta y un mil setecientos treinta y uno (31,731) servidores/as públicos capacitados durante y hasta noviembre de 2023, desglosándose en dieciocho mil quinientos veintidós (18,522) mujeres y doce mil novecientos dieciocho (12,918) hombres, equivalentes a 58.37% y 40.71% respectivamente, como parte del trabajo para impulsar las buenas prácticas del Gobierno, la cultura de la transparencia y la rendición de cuentas, así como las contrataciones transparentes, orientadas a la modernización y simplificación de la gestión pública.
[bookmark: _Toc155617979]Libertad de Religión y Culto
155. En cuanto a la recomendación 104.89, sobre fomentar la armonía interreligiosa, promoviendo la protección y la tolerancia de las minorías religiosas, la Constitución de la República establece la laicidad del Estado, requiriendo que sus miembros electos y oficiales de alto rango sean del ámbito secular según los artículos 198, 238 y 249. Además, se definen dos disposiciones sobre la libertad religiosa en los artículos 70 y 77, asegurando el derecho de los hondureños/as para actuar dentro de la ley y garantizando el libre ejercicio de todas las religiones y cultos, siempre que no infrinjan las leyes y el orden público. Asimismo, el Código Penal, en los artículos 211 al 213 sanciona todos los actos de discriminación, incluyendo aquellos motivados por credo o religión.
[bookmark: _Toc155617980]Mujeres[footnoteRef:55] [55:  En aplicación de las recomendaciones 104.166 y 104.197.] 

[bookmark: _Toc154762034][bookmark: _Toc155617981]Derechos políticos de las mujeres
156. En lo que respecta a la recomendación 104.167, sobre que las mujeres ocupen puestos de decisión, se informa que, por primera vez en la historia de Honduras, una mujer ostenta la titularidad del Poder Ejecutivo, resultando con una votación histórica en 2021 electa la Sra. Iris Xiomara Castro Sarmiento como presidenta constitucional de la República. Igualmente, una mujer ostenta la titularidad del Poder Judicial, por lo que también, por primera vez, dos de los tres Poderes de Estado son presididos por mujeres.
157. Asimismo, en la actual Corte Suprema de Justicia 2023-2030, de quince (15) personas magistradas, ocho (8) son mujeres lo que representa el 53.33%; y en el actual Congreso Nacional 2022-2026, de ciento veintiocho (128), treinta y cinco (35) son mujeres, lo que representa el 27.34%.
[bookmark: _Toc155617982]Derechos sexuales y reproductivos de las mujeres
158. En cuanto a las recomendaciones 104.144; 104.145; y, 104.146, se informa que el Acuerdo Ministerial 2744, en marzo de 2023, la presidenta constitucional de la República y el titular de la SESAL firmaron el Acuerdo Ejecutivo 75-2023 para garantizar el uso, acceso, compra y venta de la PAE, por lo que dejó sin valor y efecto el Acuerdo Ejecutivo 2744-19 de la SESAL, que prohibía su uso y comercialización.
159. A solicitud de SEMUJER, el Colegio Médico de Honduras emitió, el 18 de agosto de 2022, un dictamen que mencionaba que la PAE no es abortiva y que no existían condiciones médicas conocidas en las cuales no se deba usar.
160. Para asegurar el acceso seguro y efectivo de la PAE, la Agencia de Regulación Sanitaria autorizó los registros sanitarios para su comercialización y garantizar el cumplimiento de estrictos estándares de fabricación y etiquetado.
161. Por su parte, la SEDUC ha desarrollado el conversatorio para la construcción de las bases del reglamento de la Ley de Educación Integral de Prevención de Embarazos en Adolescentes.
162. La Subdirección General de Educación para la prevención y rehabilitación social, en coordinación con el nivel descentralizado, realiza acciones de seguimiento para evaluar los resultados de la implementación de la Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo en Adolescentes.
[bookmark: _Toc155617983]Derecho a la salud de las mujeres
163. En lo que respecta a la recomendación 104.142, sobre mejorar el sistema de salud para proteger el derecho a la salud de las mujeres, se informa que la SESAL se encuentra revisando, mejorando, adaptando y aplicando su normativa interna a la luz de la legislación nacional e internacional vigente para sentar las bases de un sistema de salud más solidario, equitativo y justo, que reconozca la salud como un derecho fundamental y universal. Además, que reconozca las necesidades de los diferentes sectores de la población, haciendo especial énfasis en las mujeres y niñas en toda su diversidad como un grupo vulnerable identificado. Esta acción a través del fortalecimiento de la atención primaria en salud, la atención especializada mediante la puesta en funcionamiento de ocho (8) nuevos hospitales y la Política de Género en Salud.
[bookmark: _Toc155617984]Discriminación contra la mujer
164. En lo que concierne a las recomendaciones 104.164; 104.179; 104.181; 104.182; 104.192; 104.196, sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer, se informa que se reorganizó la administración pública al establecer la SEMUJER, encargada de impulsar la planificación y análisis presupuestario con perspectiva de género. Esto demuestra el compromiso de las instituciones estatales en cumplir con los acuerdos nacionales e internacionales sobre equidad e igualdad de género.
165. Asimismo, el Ministerio Público informa que las políticas se centran en los derechos humanos, evidenciado por la creación de unidades especializadas para grupos vulnerables. El Decreto Legislativo n.º 157-2022, sobre el presupuesto de ingresos y egresos, refuerza las unidades de investigación de muertes violentas de mujeres y femicidios en la ATIC, la Fiscalía de Delitos contra la Vida, la Fiscalía Especial de la Mujer y el MAIE.
[bookmark: _Toc155617985]Derecho al trabajo
166. En cuanto a la recomendación 104.119, sobre intensificar las medidas para reducir el desempleo y crear condiciones de trabajo para las mujeres, se informa que SEMUJER suscribió un Convenio de Cooperación con el SENPRENDE, para fomentar el empoderamiento económico de las mujeres —ambas instituciones coordinaron la entrega de cinco millones de lempiras—. Igualmente, en el marco del fondo CREDIMUJER, seiscientos veinticinco (625) mujeres campesinas e indígenas recibieron asistencia técnica para realizar sus planes de negocios para mujeres vulnerables, favoreciendo a ciento ochenta y cinco (185) mujeres con L3.7 millones como capital semilla de hasta L20,000.00 en maquinaria. Asimismo, se encuentra en implementación el Proyecto Sello Mujer, encargado de promover las empresas de mujeres como proveedoras del Estado. El Estado reconoce que se debe garantizar una mayor asignación de recursos de forma expresa para programas y proyectos en favor de las mujeres, como el incremento del 5% del presupuesto para las mujeres en las corporaciones municipales, el presupuesto general de ingresos y egresos de la República y el presupuesto destinado a las unidades de género en las instituciones públicas.
167. Aunado a ello, el Estado, mediante el PROASOL, implementa el Proyecto Cultivando Oportunidades, el cual brinda ayuda a los beneficiarios para que desarrollen sus capacidades técnicas y productivas como herramientas para insertarse en el mercado laboral o iniciar pequeños proyectos de emprendedurismo. Su propósito es la creación de microempresas, entre las formaciones técnicas que se ejecutan, de las cuales destacan corte y confección, belleza, cosmetología, kit de emprendimiento, entre otros.
168. La SETRASS realiza inspecciones ordinarias y de asesorías técnicas, verificando que los patronos cumplan la normativa laboral de seguridad social vigente y que se cumpla el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales.
169. Igualmente, el Estado, por medio de SETRASS, informa que el número de mujeres desempleadas ha experimentado una reducción significativa, disminuyendo de doscientos doce mil seiscientos setenta y cuatro (212,674) en el 2022 a ciento cincuenta y seis mil ochocientos ocho (156,808) a 2023. Este cambio se refleja también en la tasa de desempleo, que ha pasado del 12.9% en 2022 al 10.7% en 2023. Esta disminución porcentual confirma la mejora en el mercado laboral y sugiere un panorama más positivo en términos de empleo.
170. Asimismo, SETRASS, mediante inspecciones ordinarias y de asesoría técnica, verifica que los patronos cumplan la normativa laboral vigente, relativo con la seguridad social. Además, que se le dé cumplimiento al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales.
	Tipo de Inspección
	2020
	2021
	2022
	2023 —noviembre

	Ordinaria
	1,411
	1,453
	1,703
	1,167

	Asesoría técnica
	464
	513
	1,557
	,1032

	Fuente: SETRASS


171. En lo concerniente a las recomendaciones 104.120 y 104.122, sobre proporcionar la igualdad de oportunidades a las mujeres en el mercado de trabajo, se informa que la SETRASS, mediante las inspecciones ordinarias y de asesorías, verifica que los patronos den cumplimiento al artículo 367 del Código del Trabajo, que dicta lo siguiente:
A trabajo igual, debe corresponder salario igual, sin discriminación alguna, siempre que el puesto, la jornada y las condiciones de eficiencia y tiempo de servicio, dentro de la misma empresa, sean también iguales.
172. Así se realizan operativos junto con la Dirección General de Salarios para verificar el cumplimiento del salario mínimo establecido por actividad económica, número de trabajadores y año de vigencia. Si existe incumplimiento a la normativa laboral vigente, se inicia el procedimiento administrativo sancionador.
	Año
	2020
	2021
	2022
	2023

	Número de inspecciones para la verificación de condiciones de trabajo a nivel nacional
	1,411
	1,453
	1,703
	1,167

	Fuente: SETRASS


[bookmark: _Toc155617986]Políticas Públicas a favor de las Mujeres
173. En cuanto a la recomendación 104.121, sobre adoptar medidas necesarias para mejorar las condiciones de vida de las mujeres, el 13 de diciembre de 2023 SEMUJER socializó el III Plan de Igualdad y Justicia de Género y el Plan Nacional contra las violencias hacia las mujeres 2023-2033. Se realizó como una medida de acción afirmativa que contiene acciones de política pública, atendiendo siete (7) ejes de derecho estratégicos para mejorar las condiciones de vida de las mujeres en todas sus esferas, entre ellos el derecho a la participación política, educación transformadora, derechos sexuales y reproductivos, piso básico de protección social, entre otros.
174. Por su parte, para el desarrollo de la medida que mejore las condiciones igualitarias, SETRASS está trabajando en la Política de Empleo Decente con Empresas Sostenibles-Honduras Solidaria por el Crecimiento y la Equidad, la cual busca lograr el paso de la informalidad a formalidad, igualdad y no discriminación y perspectiva de género.
175. Igualmente, la SEDESOL, mediante la Unidad de Género, instala la mesa técnica de cuidados, la cual impulsa la Política Pública de Cuidados, a fin de proteger los derechos de las personas cuidadas, como niños y niñas, pero también a las personas con discapacidad y adultas que requieren cuidados, asimismo proteger los derechos de las que los cuidan —mayoritariamente mujeres adultas y adolescentes en muchas ocasiones indígenas y afrohondureñas—. Esto constituye un paso más hacia la garantía de derechos humanos fundamentales y un logro para la igualdad de género y la autonomía de las mujeres.
176. En cuanto al derecho a la salud, la SESAL ha fortalecido a toda la red integrada de servicios de salud, siendo las mujeres e infancias las que más acuden a los establecimientos de salud. Se realizó mediante la creación de cien (100) centros de estabilización de emergencias en zonas postergadas que contarán con camillas gineco-obstétricas, que cuenta con mayor acceso a métodos de planificación para el Plan del Abordaje de los Cánceres, con énfasis en cáncer de mama y de cérvix. Además, cuenta con un establecimiento de salud en cada Centro Ciudad Mujer, en total seis (6), donde principalmente se tratan asuntos relacionados con la salud sexual y reproductiva. A pesar de ello, el Estado de Honduras reconoce que se debe mejorar el sistema de información que permita recoger y procesar información a través de variables como sexo, género, etnia, edad, discapacidad, diversidad sexual, entre otros.
[bookmark: _Toc155617987]Programa Presidencial Ciudad Mujer
177. En lo que respecta a la recomendación 104.177, sobre continuar ejecutando el programa Ciudad Mujer, el Estado de Honduras informa que, a través del MAE del Programa Ciudad Mujer, impulsan el empoderamiento económico de las mujeres. 
178. Además, el Programa Ciudad Mujer ha liderado acciones para disminuir la desigualdad de género en el acceso al crédito, estableciendo acuerdos con varios colaboradores para desarrollar productos financieros con enfoque de género. De igual forma, se imparten capacitaciones con el propósito de expandir las opciones de empleo para las mujeres en distintos campos laborales.
179. A través del MEC, Ciudad Mujer promueve la igualdad de género y busca fomentar normas culturales equitativas para empoderar a mujeres y adolescentes en sus áreas de influencia. 
180. En el 2022 se beneficiaron a cinco mil quinientas veintinueve (5,529) mujeres y en el transcurso de 2023 fueron dos mil doscientos ochenta y dos (2,282). La institución se ha centrado en combatir la desinformación y estereotipos de género, impulsando políticas públicas que promuevan la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.
181. En lo concerniente a la recomendación 104.186, el Estado de Honduras informa que, adicionalmente a la información plasmada en el capítulo de mujeres de este informe, la SEDESOL, mediante la Unidad de Género, desarrolla talleres sobre diversidad y género para la inclusión y protección social de la mujer en el marco del Plan de Transversalización de Género.
[bookmark: _Toc155617988]Violencia contra la mujer
182. En relación con las recomendaciones 104.6; 104.163; y 104.170, que abordan medidas institucionales y financieras para disminuir los femicidios, así como apoyar la labor de la CISMVMF, el Estado de Honduras informa que el Gobierno Solidario reactivó integralmente la labor de la CISMVMF. Como muestra de la voluntad política y la capacidad de articulación interinstitucional, cuatro (4) instituciones públicas[footnoteRef:56] —presidia al momento de presentación de este informe por la SEDH— participan activamente, así como la sociedad civil[footnoteRef:57] (tres titulares y tres suplentes) — la OACNUDH y ONU-Mujeres actúan como observadores—. [56:  Ministerio Público, a través de la Agencia Técnica de Investigación Criminal y la Fiscalía de Delitos contra la Vida; Secretaría de Estado en el Despacho de Seguridad; Secretaría de Estado en el Despacho de Derechos Humanos; Secretaría de Estado en los Asuntos de la Mujer; y, Comisionado Nacional de los Derechos Humanos.]  [57:  Centro de Estudios de la Mujer-Honduras; Visitación Padilla; Calidad de Vida; Organización de Sociedad Civil; Vía Campesina; y las Hormigas.] 

183. Como parte de estas medidas, en 2022, en la búsqueda para atender la problemática social de las mujeres desaparecidas, el Gobierno Solidario solicitó a la ONU-Mujeres el rol de observador dentro de la Comisión y a través de la iniciativa Spotlight para la eliminación de la violencia contra las mujeres y las niñas, el acompañamiento técnico para formular la propuesta de la Ley de Alerta Morada de Búsqueda Inmediata de Mujeres Desaparecidas. Asimismo, su reglamento y presupuesto concebido como un mecanismo inmediato y articulado de búsqueda de mujeres desaparecidas, el cual permita su pronta localización y resguardo, así como evitar que tras su desaparición puedan ser objeto de otro tipo de vejámenes e incluso perder la vida.
184. En agosto de 2022, en el marco del Proyecto Justicia para Víctimas de Violencia Sexual y Basada en Género, se realizó un intercambio de experiencias entre la CISMVMF y el Ministerio Público de la República de Guatemala para conocer el funcionamiento, reglamento y costeo de la Alerta Isabel-Claudina, como referente para la construcción de la ley referida.
185. En la redacción de la propuesta sobre dicha ley, se llevaron a cabo jornadas de consultas con diferentes actores de la institucionalidad y sociedad civil en tres regiones del país, durante once meses de discusión técnica en las que participaron diecinueve (19) instituciones de los tres (3) poderes del Estado. La normativa tendrá competencia en su implementación y será remitida al Congreso Nacional para su presentación, discusión y aprobación. 
186. Igualmente, en agosto de 2022, la CISMVMF realizó una misión de conocimiento a México, con el objetivo de recopilar de primera mano experiencias in situ por parte de la Comisión de Búsqueda de Personas del Estado de México. Este proceso permitió conocer elementos claves para enriquecer la propuesta de ley en sus fases de formulación e implementación, así como la identificación de actores/as institucionales claves.
187. Posteriormente, en junio de 2023, la ut supra Comisión de México visitó Honduras para sensibilizar e incidir en las personas funcionarias públicas, tomadores de decisiones, sociedad civil, medios de comunicación y población en general, sobre la importancia de aprobar la propuesta de ley.
188. En enero de 2023, la CISMVMF creó dos mesas técnicas —una para la prevención y otra de investigación de casos— mediante las cuales se identificaron y remitieron 104 casos de muertes violentas de mujeres y femicidios al Ministerio Público y a la Dirección Policial de Investigaciones. 
189. Igualmente, el Poder Judicial está realizando un diagnóstico para llevar a cabo la creación de un Observatorio de Justicia y Género, a fin de contar con datos concretos que permitan el diseño de políticas públicas efectivas con incidencia interna y externa en esta materia.
190. En cuanto a las recomendaciones 104.162; 104.165; 104.171; 104.173; 104.194; y, 104.198, sobre adoptar medidas para poner fin a la violencia contra la mujer, se informa que el Gobierno Solidario, en el marco del Plan de Gobierno para Refundar Honduras 2022-2026, está trabajando en el Proyecto de la Ley Especial Integral contra las Violencias hacia las Mujeres. Acción realizada en respuesta a la lucha histórica e incansable de las mujeres, este proyecto ha constituido un proceso amplio de discusión de un año. 
191. Desde la Secretaría de la Presidencia se han realizado coordinaciones con otras organizaciones para la socialización de este proyecto de ley; así como el Congreso Nacional. A través de la Comisión de Género se realiza la socialización con las bancadas del Poder Legislativo. Por su parte, el Poder Judicial está analizando el anteproyecto para la creación de la jurisdicción especial.
192. Igualmente, para la protección contra la violencia hacia las mujeres, la SEDS y SEMUJER suscribieron un acuerdo para la implementación de la Línea 114-MUJER, lanzada en diciembre de 2023, durante la Feria Informativa Vivir sin Miedo, desarrollada en la ciudad de Tegucigalpa. 
193. La Línea 114-MUJER constituye un canal de comunicación que brinda asistencia inmediata a las mujeres que se encuentran en situaciones de violencia, así como a sus familiares, vecinos y autoridades que requieran acceder a este servicio de atención en línea[footnoteRef:58]. [58:  SEDS. (22023). Policía Nacional socializa la línea 114 para denuncias contra la violencia de la mujer. https://n9.cl/rc29u ] 

194. Asimismo, se está trabajando en un registro de deudores alimentarios morosos para que disminuyan las incidencias de casos de alimentos.
195. En cuanto a las recomendaciones 104.168; 104.169; 104.172; 104.174; 104.175; 104.178; 104.180; 104.183; 104.184; 104.185; 104.187; 104.188; 104.189; 104.190; 104.191; 104.193; y, 104.195, en complemento a la respuesta de las recomendaciones 104.162, 104.165, 104.171, 104.194 y 104.198, se informa que en marzo de 2022 la presidenta constitucional de la República, Iris Xiomara Castro, firmó un compromiso público contra la violencia de la mujeres y niñas. En este se acuerdan colaborar para formular e implementar en todas las instancias estatales, estrategias de prevención y abordaje de la violencia contra las mujeres y las niñas y la promoción de la igualdad de género.
[bookmark: _Toc154762035][bookmark: _Toc155617989]Niños, niñas y adolescentes[footnoteRef:59] [59:  En respuesta a la recomendación 104.197.] 

[bookmark: _Toc155617990]Políticas públicas a favor de los niños, niñas y adolescentes
196. En lo concerniente a la recomendación 104.201, sobre proseguir los esfuerzos para impulsar la política de garantía de los derechos de los niños y adolescentes, se informa que, en cumplimiento al Plan para la Refundación de Honduras (2022-2026), a partir del 01 de enero de 2024, entró en funcionamiento la nueva SENAF —creada mediante el Decreto Ejecutivo no. PCM-41-2023— la cual asume la responsabilidad de dirigir, formular, coordinar, gestionar, monitorear y evaluar la política pública y la normativa para garantizar la protección integral de los derechos de la niñez, adolescencia y familia. Asimismo, supervisa los programas y servicios especializados en esta área. Con la creación de la SENAF, se elimina la DINAF a partir de la mencionada fecha de establecimiento de la nueva Secretaría de Estado.
197. En ese sentido, la SENAF dará seguimiento a la construcción de la Política Nacional de Primera Infancia, Niñez y Adolescencia de Honduras 2024-2033, la cual tiene como objetivo crear los lineamientos para que se cumplan los derechos.
198. SENAF lideró reunión con actores institucionales, organizaciones gubernamentales, organizaciones no gubernamentales y cooperación internacional, con el objetivo de promover estrategias y acciones para la prevención del reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes por grupos criminales.
199. Igualmente, para establecer y regular el régimen de prevención y protección que el Estado garantiza a las niñas, niños y adolescentes e impulsar su desarrollo, la SEDESOL y la SENAF establecieron un convenio de cooperación en favor de la niñez hondureña. Se busca fortalecer los servicios del Centro de Atención a la Niñez y Familias Migrantes y mejorar el funcionamiento de los comedores infantiles, así como garantizar el interés superior de la niñez, atendiendo de manera oportuna y eficiente la necesidad de protección social.
200. En cuanto a los delitos de trata y explotación sexual, las instituciones que forman parte de la CICESCT están trabajando en el marco de la reforma del Código Penal respecto al delito de trata de personas en sus tres niveles: nacional, departamental y municipal.
[bookmark: _Toc155617991]Derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes
201. En cuanto a las recomendaciones 104.150; 104.156; 104.157; y, 104.158, sobre fortalecer las políticas de permanencia en las escuelas, el Estado informa que la SEDUC implementa el modelo de Supervisión Educativa, con énfasis en el acompañamiento docente, la mejora de la infraestructura escolar, mobiliario y tecnología, libros y material didáctico, la merienda escolar, el monitoreo y seguimiento de la supervisión educativa como estrategia para asegurar la permanencia de la niñez en los centros educativos. 
202. En cuanto a la educación media, a lo largo del año 2023 se están atendiendo a un millón ochocientos cincuenta y siete mil cuatrocientos veintidós (1,857,422) de educandos en todos los niveles educativos, de los cuales doscientos siete mil ciento ochenta y siete (207,187) son atendidos en prebásica; un millón sesenta y nueve mil trescientos treinta y uno (1,069,331) en básica del I y II ciclo; trescientos sesenta y siete mil novecientos setenta y cuatro (367,974) en básico III ciclo; doscientos nueve mil quinientos treinta y cuatro (209,534) en nivel medio; y tres mil trescientos noventa y seis (3,396) adultos atendidos.
203. Asimismo, la SEDUC cuenta con el sistema de alerta y respuesta temprana, el cual es un proceso organizado, intencionado y enfocado a dar seguimiento a las trayectorias educativas de los educandos. 
204. En ese sentido, se han capacitado a dieciocho (18) equipos departamentales de enlaces técnicos, directores y docentes de centros educativos y departamentos seleccionados. Asimismo, se han capacitado a noventa mil setecientos treinta y siete (90,737) docentes a través de la plataforma Zoom, sobre el uso del material en educación en valores distribuidos de la siguiente manera: cuarenta y cinco mil novecientos ocho (45,908) en Olancho; mil (1,000) en Gracias a Dios; cuarenta y tres mil setecientos cuarenta y cinco (43,745) en Intibucá; y ochenta y cuatro (84) en Francisco Morazán. 
205. De igual forma, se dio una dotación a ciento setenta y un mil doscientos trece (171,213) educandos de material de educación en valores en el departamento de Cortés. Además, El PROSENE brinda capacitaciones a docentes y personal administrativo referente a las adecuaciones que se deban realizar para la atención de estudiantes con discapacidad u otras temáticas ofrecidas por esta unidad. Las visitas y reuniones realizadas por PROSENE a las aulas de clase para apoyo y atención a estudiantes con discapacidad, se realizan según la demanda espontánea a solicitud de los estudiantes y/o docentes.
206. Por otra parte, en aras de garantizar la educación, se creó el Plan de Atención para la Protección de las Trayectorias Educativas de los Educandos de Prebásica, Básica y Media: Trienio 2021-2023. 
207.  Asimismo, la SEDESOL, a través de PROASOL, en aras de garantizar una educación de calidad e igualitaria, incluyen el proyecto Mi Beca para Escalar, que se divide en tres niveles:
a. Beca tipo A: dirigida a estudiantes en situación de vulnerabilidad que asisten a escuelas públicas y cursan del primero al sexto grado, con un promedio mínimo de 75% durante el año escolar. Estos estudiantes reciben una transferencia monetaria de L4,000.
b. Beca tipo B: destinada a estudiantes en condición de vulnerabilidad que se encuentran en el nivel básico de escuelas gubernamentales, que abarcan del séptimo al noveno grado (III ciclo) y que mantienen un promedio de 75% o más durante el año escolar. Estos estudiantes reciben una transferencia monetaria de L6,000.
c. Beca tipo C: diseñada para estudiantes en situación de vulnerabilidad en el nivel medio, comprendido desde el décimo al duodécimo grado, con un promedio de 75% o superior durante el año escolar. Los beneficiarios de esta beca reciben una transferencia monetaria de L8,000.
208. Por otro lado, ante el cierre de los centros educativos por el confinamiento por COVID 19, la SEDUC adoptó la estrategia Te Queremos Estudiando en Casa, en la cual se priorizaron los contenidos curriculares y la distribución de cuadernos de trabajo para atender a las NNA, de zonas rurales sin acceso a internet u otros medios de comunicación. Para la implementación de la estrategia, se elaboró el Protocolo de distribución de textos de educación básica y media, enfocándose en las zonas postergadas.
209. Asimismo, con el apoyo de los dieciocho (18) coordinadores académicos de los institutos de educación media a distancia, se elaboraron cartillas, guías de actividades y cuadernos de trabajo en distintas áreas de conocimiento. Esta herramienta fue un apoyo a los educandos y docentes que no tienen acceso a la tecnología y conectividad. También, a través de la Unidad de Supervisión y Acompañamiento Docente, se ha implementado la estrategia de monitoreo in situ, utilizando la herramienta ODK para verificar la permanencia de los educandos en los centros educativos y tomar decisiones sobre cobertura y calidad educativa.
210. En cuanto a la recomendación 104.154, sobre garantizar la asignación presupuestaria para proporcionar una educación eficaz y accesible, se informa que, en aras de garantizar el derecho a la educación, a la SEDUC se le ha aumentado en un 21.52% para el ejercicio fiscal de 2023, respecto al aprobado para el ejercicio fiscal de 2020. A continuación, se describen los presupuestos asignados a la SEDUC de 2020 a 2023:
	2020
	2021
	2022
	2023

	29,907,316,557.32
	32,234,886,009
	33,553,156,066
	38,109,509,221

	Fuente: SEFIN


211. En lo que respecta a la recomendación 104.149, sobre continuar los esfuerzos para garantizar la educación inclusiva de los niños con discapacidad, se informa que la SEDUC, a través de las instancias implementa el rediseño del Currículo Nacional de Educación para promover la educación inclusiva de los niños con discapacidad, como un enfoque articulador de los derechos humanos y la equidad de género, diseñó el Plan Nacional de Educación Inclusiva con Calidad, Equidad e Igualdad para la Vida.
212. En lo concerniente a las recomendaciones 104.202; 104.203; y, 104.204, sobre ampliar las medidas para prevenir la violencia juvenil, el Estado comunica que, a través de la Policía Nacional, continúa implementando el programa G.R.E.A.T. con acciones significativas. En ese sentido, se ha enfocado en capacitar a estudiantes sobre temas como Maras y pandillas en Comayagua, logrando formar a trescientos cincuenta (350) estudiantes. Además, en colaboración con la Agencia del Gobierno de los Estados Unidos de América, se han organizado talleres de prevención de la violencia y migración, destinados a niños/as y jóvenes de barrios urbanos marginados. Estos talleres han impactado a mil ochocientos ochenta y nueva (1,089) jóvenes en Tegucigalpa, San Pedro Sula, Choloma, La Ceiba y Tela, llevándose a cabo 44 sesiones bajo el Programa de educación y capacitación para la resistencia a las pandillas.
[bookmark: _Toc155617992]Derecho al nombre y nacionalidad de los niños y niñas
213. En lo concerniente a la recomendación 104.200, sobre continuar asegurando la inscripción de nacimientos, el Estado informa que, por medio del RNP, se ha asegurado la inscripción de los nacimientos en todo el territorio, realizando los siguientes proyectos en los últimos dos años:
a. Continuando con la instalación de VARC en hospitales públicos; destacando que en 2022 se abrió una nueva VARC en el hospital regional de Tela.
b. En el 100% de las VARC se están implementando los formatos actualizados de reporte estadístico de nacimiento, estos documentos sirven como base para la inscripción de nacimiento ante el RNP.
c. Apertura de Ventanillas Auxiliares en las nuevas instalaciones del Proyecto Ciudad Mujer en los departamentos de Atlántida, Choluteca, Cortés y Olancho.
d. Apertura de oficinas de Registro Civil en centros comerciales del país, como Mall Premier y Centro Comercial Mama Chepa en Tegucigalpa, así como en Plaza 501 y Plaza 1 en San Pedro Sula.
e. En el marco del fortalecimiento interinstitucional y con el fin de brindar un mejor servicio a los conciudadanos que viven en el extranjero, el RNP con apoyo del personal de SRECI está implementando, mediante los consulados de Honduras en países de Norte América, Centroamérica, Sudamérica, Europa y Asia, la inscripción de nacimientos, de acuerdo con lo establecido en la ley. Se establece que los nacimientos deben inscribirse dentro del plazo (6 meses siguientes al nacimiento) para evitar que la ciudadanía realice este trámite vía Secretaria General del RNP como el procedimiento establecido lo dicta para la inscripción de nacidos en el extranjero.
f. Actualmente, al momento de la elaboración de este informe, se están desarrollando consulados móviles para la validación de la información y documentación de los connacionales de ocho (8) estados de Estados Unidos de Norte América, donde se ofrecen los servicios a estos hondureños por parte de las instituciones como RNP, Instituto Nacional de Migración y SRECI.
214. Luego de la visita a la frontera sur de Estados Unidos de América, la presidenta constitucional de la República nombró un equipo de trabajo en los consulados de Houston, Dallas y McAllen, liderados por una Cónsul coordinadora y supervisora de la actividad consular en materia de protección a niñas, niños y adolescentes. Su objetivo es crear soluciones sostenibles para mejorar las condiciones de protección consular hacia estos.
215. Además, se cuenta con un proyecto piloto de cuatro (4) oficinas, ubicadas en San Pedro Sula, Yoro, Catacamas y Tegucigalpa; para disminuir la tasa de migración irregular y orientar el proceso de reinserción de la población retornada.
[bookmark: _Toc155617993]Eliminación del trabajo infantil
216. En cuanto a la recomendación 104.123, sobre establecer mecanismos para prevenir y erradicar el trabajo infantil, la SETRASS implementa el Sello de Cumplimiento de la Normativa de Trabajo con finalidad reconocer y distinguir, mediante la entrega de un sello de cumplimiento a los centros de trabajo que han adoptado y aplican en sus áreas de trabajo y cadenas productivas, la protección de los derechos de la niñez, la prevención del trabajo infantil y la protección al adolescente trabajador. Además, el Comité de Prevención del Trabajo Infantil consiste en representaciones locales, comunitarias o departamentales que coordinan acciones para prevenir el trabajo infantil y proteger a las niñas, niños y adolescentes de la vulneración de sus derechos por medio del Reglamento del trabajo adolescente protegido.
217. De la misma manera, SETRASS realiza operativos en conjunto con la Dirección General de Salarios para verificar el cumplimiento del salario mínimo, establecido por actividad económica, número de trabajadores y año de vigencia, además de existir incumplimiento a la normativa laboral vigente para dar inicio al procedimiento administrativo sancionador. A pesar de esto, el Estado reconoce que aún persiste el propósito de lograr con la cobertura nacional contando con más inspectores.
218. Por su parte, la SENAF ejerce el cargo de secretaria ejecutiva, en la Comisión Nacional para la Erradicación Gradual y Progresiva del Trabajo Infantil, dentro de los compromisos que se asumen al ejercer la función antes mencionada, como socializar con los Consejos Municipales de Garantía de Derechos de Niñez la hoja de ruta de erradicación de trabajo infantil, lista de trabajos peligrosos y el sello de cumplimiento de trabajo infantil.
219. Igualmente, la SEDESOL, al momento de la presentación de este informe, se encuentra trabajando de manera coordinada con los diferentes sectores de la sociedad la creación de la Política Pública para Erradicación del Trabajo Infantil
220. Por su parte, el INE, según los resultados de la encuesta permanente de hogares de propósitos múltiples, I trimestre marzo 2023, se estima que la población de 5 a 17 años es de dos millones cuatrocientos cuarenta mil quinientos cuarenta y tres personas (2,441,543), lo que representa el 25.2% de la población nacional. De este grupo, un millón doscientos cuarenta y dos mil ciento treinta y tres son niños (1,242,133), es decir el 50.9% y un millón ciento noventa y nueve mil cuatrocientos diez son niñas (1,199,410), lo que corresponde al 49.1%.
221. Para el Estado de Honduras es preocupante destacar que la mayor prevalencia del trabajo infantil se encuentra en el área rural, donde el 67.8% de los doscientos diecinueve mil ciento quince menores (219,115) que trabajan se concentra, en comparación con el 32.2%, en el área urbana.
222. En términos de sectores laborales, se observa que la población infantil ocupada se agrupa principalmente en actividades como agricultura, silvicultura, caza y pesca (51.8%), comercio por mayor/menor (18.6%), industria manufacturera (9.6%), y construcción (6.6%).
223. El Estado, para garantizar la protección de la niñez frente al trabajo infantil y sus peores formas, ha creado la CONETI, la cual está integrada por diferentes secretarías de Estado, empresa privada, organizaciones de trabajadores y organizaciones de sociedad civil. Su propósito es articular, planificar, monitorear, evaluar y garantizar la erradicación del trabajo infantil con el propósito de hacer de Honduras un país libre de trabajo infantil y sus peores formas.
224. El Plan Estratégico de la CONETI fue desarrollado con la colaboración de profesionales de seis (6) instituciones clave, priorizadas por sus competencias en políticas sociales. Este enfoque busca coordinar proyectos para prevenir y erradicar el trabajo infantil, orientando la toma de decisiones y la gestión de recursos.
[bookmark: _Toc155617994]Pueblos indígenas y afrohondureños
[bookmark: _Toc155617995]Discriminación racial
225. En lo que respecta a las recomendaciones 104.26; 104.27; 104.206; 104.211; y, 104.213, sobre la adopción de medidas para el combate a todas las formas de discriminación racial, se informar que, mediante el Decreto Ejecutivo PCM 05-2022, se creó la SECAPPH como ente responsable de formular políticas coherentes con la identidad nacional y respetuosas de la diversidad, que impulsen y reproduzcan nuestras raíces y garanticen el pleno acceso, promoción y protección de la cultura, arte y el patrimonio.
226. Igualmente, la CONAPOA está en progreso de evaluación en la implementación sobre la PCCRDR, que tiene como finalidad el desarrollo integral de los pueblos originarios de Honduras. La coordinación ut supra mencionada crea mecanismos de protección y defensa de los derechos de los pueblos a través de la concertación de varias mesas de trabajo con la participación de los pueblos e instituciones estatales, a fin de resolver violaciones a sus derechos y responder ante sus necesidades. Entre estos destacan los siguientes:
a. Mesa Nacional Interinstitucional para el Abordaje de los Conflictos Sociales sobre la Tierra, Territorio y Ambiente.
b. Mesa Nacional de Pueblos Indígenas y Afrohondureños. 
227. A pesar de ello, el Estado reconoce que mantiene el reto de implementar estos espacios en los territorios de los pueblos originarios de Honduras. 
228. Es relevante informa que la FEP-ETNIAS/PC del Ministerio Público ha reducido la impunidad al enjuiciar casos de vulneración de derechos indígenas, capacitando a líderes comunitarios y funcionarios, elaborando protocolos y presentando requerimientos fiscales por delitos como usurpación y explotación de recursos naturales.
229. Las estrategias de investigación y manejo de casos de la FEP-ETNIAS/PC se basan en un enfoque de derechos humanos, fundamentados en estándares internacionales como el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo y la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.
[bookmark: _Toc155617996]Políticas públicas a favor de los pueblos indígenas y afrohondureños
230. En respuesta a la recomendación 104.38, sobre la participación de los pueblos indígenas y afrohondureños en la elaboración de políticas públicas, se informa que la SEDESOL, como ente que desempeña un papel central en la formulación y ejecución de política públicas en el ámbito social en Honduras, ha adoptado y se encuentra implementando la metodología de protección social adaptativa con la participación de los diferentes sectores. También, se menciona que la Política Pública de Protección Social se caracteriza por su enfoque integral en la gestión de riesgos y el fortalecimiento de la resiliencia en el contexto de cambio climático.
231. Para dar respuesta a la recomendación 104.205, sobre prevenir el impacto de los proyectos económicos, particularmente en los derechos de los pueblos indígenas y afrohondureños, se informa que el Estado, mediante SERNA, está trabajando en la aprobación de la política ambiental y la revisión de la Ley General del Ambiente.
232. En lo concerniente a la recomendación 104.207, sobre proseguir la política de integración de los pueblos indígenas, en seguimiento a la respuesta a las recomendaciones 104.26; 104.27; 104.206; y, 104.211, la CONAPOA está trabajando en una nueva propuesta de la Política Pública contra el Racismo y Discriminación Racial, que busca que la misma sea integral para los pueblos originarios y afrohondureños, la cual será elaborada y socializada con el acompañamiento de todos los sectores involucrados en la temática, sobre todo con los pueblos en sus comunicades para darle una mayor validez. Esta consulta será mediante los grupos focales con el CHEPES. Al momento de la elaboración del presente informe, se cuenta con el borrador de Bases para la construcción de la nueva política integral para pueblos originarios y afrohondureños.
[bookmark: _Toc155617997]Derecho a la educación de los pueblos indígenas y afrohondureños
233. En cuanto a las recomendaciones 104.160 y 104.161, sobre la aplicación efectiva de la Ley Fundamental de Educación Intercultural Bilingüe, se informa que el Estado cuenta con 1,223 centros de EIB a nivel nacional. A continuación, el total de centros de EIB desagregados por departamento y año.
	Departamento
	2020
	2021
	2022

	Atlántida
	28
	28
	28

	Colón
	41
	41
	41

	Comayagua
	55
	56
	57

	Copán
	107
	104
	105

	Cortés
	46
	45
	46

	Francisco Morazán
	119
	119
	119

	Gracias a Dios
	247
	246
	245

	Intibucá
	110
	110
	110

	Islas de la Bahía
	54
	54
	54

	La Paz
	86
	86
	86

	Lempira
	35
	35
	35

	Ocotepeque
	67
	67
	67

	Olancho
	74
	73
	74

	Santa Bárbara
	100
	106
	111

	Yoro
	45
	45
	45

	Total
	1,214
	1,215
	[bookmark: _Hlk150950860]1,223

	Fuente: Unidad del Sistema de Información Educativa de Honduras-SEDUC


234. Igualmente, los planes para la promoción y preservación de la identidad cultural, la SEDUC, a través de la Subdirección de Educación para Pueblos Indígenas y Afrohondureños, ha iniciado el proceso de concurso para docentes de los pueblos indígenas con el propósito de rescatar su lengua materna. Este concurso está dirigido para docentes que tienen licenciatura intercultural bilingüe y que pertenecen a dichos pueblos, dependiendo la región en donde se encuentra la plaza.
235. Actualmente, se está avanzando en la elaboración de los planes estratégicos institucionales, en los cuales se deben establecer programas y estrategias enfocados en la conservación y promoción de la cultura de los pueblos indígenas y afrohondureños en distintas instituciones del sector social, como la SECAPPH, FHIS, SEDUC, entre otras, evidenciando las prioridades establecidas en el PEG. Estos planes estratégicos institucionales serán validados por la SPE.
236. La EIB busca reducir los altos índices de ausentismo, reprobación y repetición escolar, consecuencia de una educación que no ha respetado los valores culturales y lingüísticos de la población culturalmente diferenciada. El Currículum Nacional Básico, en complementariedad con el EIB, está orientado al proceso técnico educativo para mejorar la calidad de la educación indígena, cuyo fin consiste en mejorar las condiciones de vida de los pueblos indígenas y afrohondureños.
[bookmark: _Toc155617998]Derechos políticos de los pueblos indígenas y afrohondureños
237. En cuanto a la recomendación 104.208, sobre la participación política de los pueblos indígenas y afrohondureños, el Estado informa que en el actual Congreso Nacional 2022-2026 hay seis (6) diputados de pueblos indígenas y afrohondureño —cinco (5) garífunas y uno (1) misquito—. Igualmente, el fiscal general de la República interino del Ministerio Público es perteneciente al pueblo lenca; un magistrado de la actual Corte Suprema de Justicia 2023-2030 es afrohondureño, y por parte del Poder Ejecutivo, un secretario de Estado es afrohondureño.
238. Igualmente, el Estado, mediante el CNE, desarrolla estrategias e iniciativas, encaminadas a fortalecer la participación política de los pueblos indígenas y afrohondureños. Estas estrategias de desarrollan a través de la Unidad de Género y la Unidad de Inclusión, con talleres sobre participación e incidencia política sobre pueblos indígenas y afrohondureños, perspectivas de género y veeduría social; patrocinado por el PNUD, la Unión Europea y la Cooperación Española.
[bookmark: _Toc155617999]Consulta previa, libre e informada
239. En lo que respecta a la recomendación 104.40, referente a establecer mecanismos de consulta y de denuncia accesibles, transparentes y eficaces para las comunidades afectadas por los proyectos mineros y comerciales, el Estado informa que, en el marco de la CICSI, está trabajando para la creación de la propuesta del Anteproyecto de Ley sobre Consulta Previa en Honduras. Asimismo, la SEDH, como parte de la comisión, dio inició al proceso de identificación de la normativa nacional que vulnera e impacta de forma negativa los derechos de los pueblos indígenas y afrohondureños, esto mediante un análisis jurídico de control de convencionalidad.
240. Igualmente, el Ministerio Público, a través de la FEP-ETNIAS/PC, atiende las denuncias por la comisión de delitos que impactan directamente en los derechos, tanto individuales como colectivos de los pueblos indígenas, así como aquellos que afecten el patrimonio cultural nacional. Además, realiza acciones inclinadas al respeto del derecho a la consulta, investigando y judicializados casos en los que se ha irrespetado este derecho.
241. La FEP-ETNIAS-P/C ha presentado nueve (9) requerimientos fiscales por haber omitido el deber de consultar a los pueblos indígenas y afrohondureños, obteniendo una sentencia condenatoria contra un (1) alto funcionario.
242. Es importante señalar que la reforma al artículo 67-A, de la Ley General de Minería, aplicable directamente a proyectos de inversión, establece la obligatoriedad de realizar procesos de consulta, ya que el resultado de la decisión adoptada es vinculante para el otorgamiento de la concesión.
243. En ese sentido, la Unidad de Ambiente y Seguridad del INGEOMIN, realiza estrictos controles ambientales en proyectos mineros. Esto asegura el cumplimiento de medidas técnicas y legales para prevenir daños al medio ambiente y salvaguardar la vida humana y la salud.
244. Para la protección del derecho de los pueblos indígenas y afrohondureños a sus tierras y territorios, se informa que en junio de 2023 la presidenta constitucional de la República creó la Comisión de Seguridad Agraria y Acceso a la Tierra, integrada por el INA, Instituto de la Propiedad, SEDESOL, SEDS, SEDENA, Congreso Nacional, Ministerio Público y la Corte Suprema de Justicia. Creada con el propósito de garantizar la seguridad jurídica y acceso a la tierra como política de Estado, así como terminar con la mora agraria que quedó rezagada desde 2009, cuando se declaró inconstitucional el Decreto Legislativo n.º 18-2008. 
245. La Comisión tiene los siguientes objetivos: 
a. Iniciar, a través del Instituto de la Propiedad y el INA, una investigación exhaustiva de las propiedades que tienen carácter legal en sus antecedentes registrales.
b. La conciliación de justiprecios pendientes de pago del Decreto Legislativo 18-2008.
c. Fomentar y proteger la función productiva de los bosques, entre otras.
246. En lo que respecta a la recomendación 104.209, sobre respetar el derecho a la consulta previa, tal y como se informó en la respuesta a la recomendación 104.40, con la finalidad de cumplir con lo establecido en el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo, se creó la CICSI, liderada por la PGR y conformada por varias instituciones del Estado. Al momento de elaboración del presente informe, la CISCI se encuentra trabajando para la creación del Anteproyecto de Ley de Consulta Libre, Previa e Informada, la cual será socializada con los pueblos originarios y afrohondureños.
247. Asimismo, tal y como se comunicó en el informe nacional en 2020, en 2018 se realizó un proceso de consulta en el Consejo Territorial Miskitu de DIUNAT en Brus Laguna, departamento de Gracias a Dios. En ese sentido, en agosto de 2023, la presidenta constitucional de la República, Iris Xiomara Castro, inauguró la planta de energía solar, la cual cuenta con setecientos cuarenta y uno (741) paneles solares, aunado a un sistema fotovoltaico de 400 kilovatios con capacidad de almacenamiento de energía de 420 kilovatios. Tiene una inversión de 115.7 millones de lempiras, beneficiando a catorce mil (14) habitantes directos e indirectos del municipio de Brus Laguna, Gracias a Dios.
248. Por su parte, el INA informó que, entre el 2022 y 2023, se realizaron cinco (5) procesos de consulta libre, previa e informada, a un total de trescientos treinta y tres (333) personas de los pueblos tolupán, misquito y lenca; comunidades de Tribu el Zapotal, Cayos Moskitia, CIL Rio Blanco, CTI Bakinasta, Lainasta, Wamakklisnasta, Trucksinasta, Finzmos y Watiasta. Esta acción se realizó con los siguientes temas consultados: proceso de titulación y levantamiento de encuestas socioeconómicas y socialización de la normativa de la subcomisión Moskitia, proceso de amojonamiento y deslinde de las áreas tituladas.
249. En cuanto a las recomendaciones 104.210 y 104.214, ver respuesta a las recomendaciones 104.26; 104.27; 104.206; 104.207; y, 104.211.
[bookmark: _Toc154762036][bookmark: _Toc155618000]LGBTIQ+
[bookmark: _Toc155618001]Igualdad y no discriminación
250. En lo que respecta a las recomendaciones 104.30; 104.31; 104.34; y 104.176, sobre proteger de la discriminación a las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, se informa que el Estado de Honduras, mediante la SEDESOL, está trabajando en un proyecto de estudio diagnóstico para la creación de una instancia que aborde las necesidades y derechos de la población LGBTIQ+ —se trabaja en conjunto con PROASOL y la Cooperación Técnica Alemana—. Al tiempo de la elaboración del presente informe, se cuenta con el Comité Directivo del proyecto, el cual es el encargado de velar que se cumpla con las disposiciones de este. También, se han realizado intercambios de experiencias con instituciones de Uruguay y Argentina.
251. Por otra parte, la SEDH, SEDESOL y el Centro SOMOS CDC suscribieron un convenio el 31 de octubre de 2022. Este acuerdo establece las bases para colaborar en el seguimiento del cumplimiento de acciones del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y recomendaciones internacionales, a través del SIMOREH, enfocándose en temas relevantes para la comunidad LGTBIQ+.
252. Como parte del convenio, se llevaron a cabo capacitaciones para funcionarios públicos de ambas secretarías sobre derechos humanos de la comunidad LGBTIQ+. Además, se organizó la primera jornada formativa en la SEDH, abordando la historia, resistencia y orgullo del movimiento de liberación de personas sexo-género diversas desde los años 70 hasta la actualidad.
253. En cuanto a la recomendación 104.32, sobre recopilar datos sobre la violencia y la discriminación contra las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, el Estado informa que, al momento de la presentación de este informe, SEDESOL se encuentra creando un instrumento —mediante el Observatorio de Desarrollo Social—. Su finalidad es obtener información estadística respecto a la violencia y discriminación contra la comunidad LGBTIQ+ en Honduras.
254. Por su parte, el Poder Judicial, mediante el Centro de Documentación e Información Judicial, recopila estadísticas sobre delitos en contra de las personas parte de la comunidad LGBTIQ+, como el de incitación a la discriminación. De igual manera, se lleva a cabo un diagnóstico con miras a la implementación de un Observatorio de Justicia y Género, tal y como se mencionó en la respuesta de la recomendación 104.06.
[bookmark: _Toc155618002]Acceso a la justicia
255. En lo que respecta a las recomendaciones 104.35; y, 104.102, sobre garantizar la investigación de los asesinatos de personas lesbianas, gais, bisexuales y transgénero, se informa que el Poder Judicial garantiza la administración de justicia conforme con las actuaciones de las demás instituciones que integran el Sistema Judicial y para quienes corresponde la persecución penal. Sobre este particular, el Poder Judicial reporta que se han judicializado dos casos relacionados a graves delitos contra la integridad física o contra la vida en perjuicio de personas LGBTIQ+.
256. Igualmente, la Fiscalía Especial de Delitos Contra la Vida posee, dentro de su estructura, la sección de muertes de personas pertenecientes a grupos sociales vulnerables, encargados de investigar las muertes violentas de personas lesbianas, gais, bisexuales y transgénero. Esta sección trabaja con las unidades especiales de la Dirección Policial de Investigación y la ATIC —en los últimos tres (3) años se han judicializado veintiún (21) casos de delitos contra la vida—.
257. En cuanto a las recomendaciones 104.92; 104.99; 104.103; 104.105; 104.106; 104.107; 104.108; y, 104.109, sobre intensificar los esfuerzos para investigar toda denuncia de violencia contra periodistas, defensores de derechos humanos, personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales, se informa que, el 14 de noviembre de 2023, la SEDH sostuvo una reunión con el fiscal general interino, para abordar al menos veinte (20) casos emblemáticos de asesinatos a defensores de derechos humanos, ambientalistas, operadores de justicia, periodistas y comunicadores sociales.
258. Por su parte, actualmente, la Fiscalía Especial para la Protección de Defensores de Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia, tiene registro de cuarenta y cinco (45) denuncias por violación a la libertad de expresión, de las cuales únicamente dos (2) se encuentran en investigación, con el resto se ha dado la oportuna respuesta legal dentro del plazo razonable.
259. Por su parte, la FEP-ETNIAS/PC realiza constantemente talleres de socialización a operadores de justicia sobre el acceso a la justicia y derechos indígenas y afrohondureños.
260. Para dar respuesta a la recomendación 104.100, ver respuesta a las recomendaciones 104.87, 104.90, 104.101 y 104.104.
[bookmark: _Toc154762037][bookmark: _Toc155618003]Defensores de derechos humanos, periodistas y comunicadores sociales
261. Respecto a las recomendaciones 104.82, 104.93 y 104.98, sobre fortalecer con medios financieros al Mecanismo Nacional de Protección a Defensores de Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia y la Fiscalía Especial para la Protección de los Defensores de los Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia, el Estado informa que el presupuesto de la Fiscalía mencionada para el ejercicio fiscal de 2023 fue de L5,491,089.00. Para el caso del Mecanismo Nacional de Protección, la SEDH, con el apoyo de la SEFIN, duplicó la asignación presupuestaria para el ejercicio fiscal de 2023 a L20,000,000.00.
262. En cuanto a las recomendaciones 104.87, 104.90 y 104.104, sobre la eficacia del Mecanismo de Protección a Defensores de Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia, así como la aplicación de su ley, el Estado informa que la DGSP, adscrita a la SEDH, en 2022 elaboró un diagnóstico inicial sobre las condiciones en que se encontró el Mecanismo Nacional de Protección. Dentro de los hallazgos es posible enumerar la falta de disponibilidad presupuestaria —ya mencionada en la respuesta a las recomendaciones 104.82 y 104.98—; un desfase de actualización de casos de beneficiarios en los archivos; falta de documentación de procesos internos; y personal con poco compromiso con la población objeto de la ley. Estos hallazgos significaron una serie de quejas y malestares por parte de las personas beneficiarias, que conllevaron malos tratos, canales de comunicación inadecuados, falta de respuestas a tiempo. Además, implicó en demandas penales hacia el personal responsable en ese entonces del Mecanismo en mención.
263. Ante esto, se reestructuró integralmente el personal del Mecanismo Nacional de Protección por profesionales de diferentes disciplinas, provenientes de organizaciones con experiencia en materia de derechos humanos y que respondieron a la realidad presentada por las personas beneficiarias. Esto, por primera vez, permitió que se realizaran abordajes desde perspectivas múltiples; retomando la credibilidad y comunicación con todas las personas beneficiarias de medidas de protección, mejorando la calidad del servicio brindado a la población.
264. A noviembre de 2023, el Mecanismo Nacional de Protección cuenta con ciento ochenta y cinco (185) casos activos, de los cuales ciento quince (115) corresponden a casos individuales y setenta (70) a casos colectivos. De estos casos, setecientos sesenta y siete (767) son personas obtienen diferentes tipos de medidas de protección. Igualmente, de los ciento ochenta y cinco (185) casos, ciento treinta y ocho (138) corresponden a defensores/as de derechos humanos, quince (15) a periodistas, dieciséis (16) a comunicadores sociales y dieciséis (16) a operadores de justicia.
265. Respecto a los ciento treinta y ocho (138) casos de defensores/as de derechos humanos, cuarenta y nueve (49) son defensores de medio ambiente; tres (3) defensores de niñez y adolescencia; diecinueve (19) derechos ancestrales y patrimonio cultural; nueve (9) derechos de la mujer; tres (3) debido proceso/acceso a la justicia; dos (2) derecho a la educación; once (11) acceso al agua; veintinueve (29) defensores de tierra y territorio; y trece (13) de la población LGTBIQ+.
266. Igualmente, de los ciento ochenta y cinco (185) casos activos, seis (6) casos, es decir el 3.2%, representan medidas cautelares y erogan el 83% del presupuesto, mientras que ciento setenta y nueve (179), es decir el 96.8%, erogan apenas el 15% del presupuesto del Mecanismo Nacional de Protección.
267. En cuanto a los desafíos del Mecanismo Nacional de Protección, el Estado de Honduras reconoce que contar con un mecanismo de este tipo no es un logro estatal ni la solución definitiva al problema estructural existente. En tal sentido, se reconoce que el mecanismo mencionado carece —a pesar de los esfuerzos institucionales de la SEDH— de una asignación presupuestaria suficiente, así como de personal técnico especializado asignado a la DGSP.
268. En lo que respecta a las recomendaciones 104.78; y, 104.86[footnoteRef:60],sobre la criminalización de defensores de derechos humanos, el Estado reconoce que Honduras es uno de los países más complicados para ejercer una defensoría de derechos humanos. Conscientes de ello, el Ministerio Público, a través de la Fiscalía Especial para la Protección de Defensores de Derechos Humanos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de Justicia, desarrolla regularmente jornadas de capacitación dirigidas a operadores de justicia, a efectos de concientizar la labor de las personas defensoras de derechos humanos y la protección especial que gozan por parte del Estado. Se les enfatiza que el derecho penal no debe ser utilizado en contra de este grupo vulnerable, sino en casos excepcionales, cuando se acredita con plena prueba a la comisión de un hecho delictivo que requiere la intervención del Estado. [60:  Sobre la independencia del Poder Judicial referirse a la respuesta de las recomendaciones 104.59, 104.61, 104.62, 104.64, 104.65, 104.66 y 104.76] 

269. En respuesta a la recomendación 104.96, se informa que la SEDH realiza giras a regiones de elevada conflictividad social, con el objeto de conocer y entender la situación de primera mano, intercambiando puntos de vista y posibles soluciones para disuadir a potenciales agresores de defensores de derechos humanos en la región. Además, establecer mecanismos que lleven a soluciones pacíficas, para mostrar el mayor compromiso e interés del Gobierno Solidario en buscar soluciones a estos conflictos —algunos de estos viajes son acompañados por la SEDH—.
[bookmark: _Toc154762038][bookmark: _Toc155618004]Personas privadas de libertad
[bookmark: _Toc155618005]Sistema penitenciario
270. En lo que respecta a las recomendaciones 104.50 y 104.55, sobre mejorar las condiciones de detención, el Estado continúa trabajando para que el orden público interno y la seguridad ciudadana se encuentre primordialmente a cargo de la SEDS, a través de la Policía Nacional. Procura que la participación de las Fuerzas Armadas en este tipo de funciones sea eminentemente de apoyo y llevadas a cabo de forma extraordinaria cuando las circunstancias de peligrosidad lo ameriten, así como complementarias a la función de seguridad que realiza la Policía Nacional.
271. A raíz de los enfrentamientos entre miembros de estructuras criminales en cuatro (4) centros penitenciarios ocurridos en abril de 2023, se nombró una Comisión Interventora en el INP, para garantizar la seguridad en los centros.
272. Sin embargo, tras los condenables crímenes ocurridos en la PNFAS, el 20 de mayo de 2023 el Gobierno Solidario, mediante comunicado[footnoteRef:61], informó que los miembros de la antigua Comisión Interventora de los centros penales fueron cesados en sus cargos. De esta forma, la Policía Militar del Orden Público asumió, desde el 01 de julio de 2023, la coordinación, dirección y control de los veintiún (21) centros penales en Honduras, por el periodo de un año, tiempo prudente para reclutar, capacitar y formar al menos a dos mil (2,000) nuevos custodios de centros penales, acciones en cumplimiento de la Ley del INP. [61:  Canal 8. (s. f.). Gobierno anuncia drásticas medidas a tomar tras condenables crímenes ocurridos en la PNFAS. https://n9.cl/c4vzzn ] 

273. En cuanto a las medidas para mejorar el Sistema Penitenciario, se informa lo siguiente:
a. Derecho a la salud: el departamento médico del INP informó que se cuenta con personal médico, odontológico, nutricional y de enfermería, mediante las unidades de salud en los veinticinco (25) centros penitenciarios y en el centro anexo del Primer Batallón de Infantería.
b. Derecho a la educación: la Unidad de Educación del INP está realizando acciones continuas para mejorar la educación formal y no formal dentro de los centros penitenciarios, para que las personas privadas de libertad tengan una rehabilitación, reinserción y reeducación dentro de estos, facilitando el reintegro a la sociedad de la persona privada de libertad sin ningún tipo de problema, tanto educativo como social. En cuanto a la educación no formal, se desarrollan talleres sobre el desarrollo humano como relaciones interpersonales, calidad en atención al cliente, inteligencia emocional, liderazgo y trabajo en equipo. Igualmente, se desarrollan talleres de formación técnica, como panadería, repostería, barbería, manualidad, belleza, elaboración de desinfectantes, bisutería, tallado en madera, cocina y construcción de hornos ecológicos. Estas actividades académicas son implementadas en todos los centros penitenciarios, en cumplimiento de los tratados internacionales ratificados por el Estado.
c. Infraestructura: se ha mejorado diferentes áreas deterioradas y dañadas, así como la reparación de todos los sistemas eléctricos de los 25 centros penitenciarios, ya que se está implementando los reservorios de agua. Igualmente, se está trabajando en rampas para personas con discapacidad. Es importante mencionar que la actual administración del INP, bajo SEDENA, realizó gestiones para la reapertura de los juzgados móviles en los centros penitenciarios de Ilama, Santa Bárbara; Morocelí, El Paraíso; PNFAS; y Támara. Asimismo, se crearon cuatro (4) salas de audiencias virtuales funcionales y se están implementando cuatro (4) juzgados móviles más, con el objeto de garantizar y agilizar el acceso a la justicia y el debido proceso para las personas privadas de libertad. Con la implementación de estas salas virtuales, se evita el traslado de los privados de libertad a los juzgados y disminuye la exposición al riesgo que corren estos, así como las personas que les trasladan.
[bookmark: _Toc155618006]Prisión preventiva
274. En cuanto a la recomendación 104.56, sobre evitar la utilización indiscriminada de la detención preventiva, se detalla que se reformó el artículo 184 del Código Procesal Penal vigente, referente a la sustitución de la prisión preventiva, estipulando la medida transitoria de revisión de manera obligatoria de las medidas cautelares de prisión preventiva de las personas privadas de libertad procesadas con enfermedades de base, que les exponga dentro de la población con mayor riesgo a contraer el COVID-19, procediendo a sustituir la medida cautelar por la de arresto domiciliario. Reduciendo el catálogo de delitos que no aceptan medidas sustitutivas a la prisión preventiva, quedando exentos de este beneficio: los delitos de narcotráfico, violación especial, tráfico de armas o delitos relacionadas con el crimen organizado.
275. En ese sentido, el Poder Judicial implementó el Plan de Descongestionamiento de los Centros Penitenciarios, durante el período de emergencia ocasionado por la pandemia de la COVID-19, entre 2020 y 2021. Se otorgaron cinco mil ciento setenta y seis (5,176) beneficios a personas privadas de libertad; mientras que entre 2022 y julio de 2023 se otorgaron doce mil doscientos setenta y siete (12,277).
276.  Por su parte, el INAMI implementó una campaña de fortalecimiento del Programa de Atención a Medidas Sustitutivas a la Privación de Libertad, aplicada trimestralmente, para descongestionar los centros de privación de libertad. En 2020 se aplicaron alrededor de mil quinientas (1,500) medidas socioeducativas en el cumplimiento de tareas comunitarias y justicia restaurativa, las cuales se cumplen fuera de los centros pedagógicos de internamiento. Para el 2021 se aplicaron mil cuatrocientos sesenta (1,460) medidas en el marco del Plan de Descongestionamiento antes mencionado, específicamente por el INAMI.
277. En el 2023, el Poder Ejecutivo solicitó, al Poder Judicial, a raíz del suceso en PNFAS (ver respuesta a la recomendación 104.55), conceder medidas sustitutivas de prisión preventiva a todas las mujeres que se encuentran en PNFAS, que no están condenadas y a las que sufren de enfermedades terminales. Además, es necesario preservar en la prisión a quienes se consideren de alto peligro.
278. Por su parte, el Ministerio Público, a través de la Fiscalía Especial de la Niñez, ha capacitado al personal adscrito a los centros pedagógicos de internamiento para menores en conflicto con la ley del INAMI, así como capacitaciones e instrucciones para fiscales sobre medidas sustitutivas a la privación de libertad y la proporcionalidad de las medidas cautelares y socioeducativas a imponer, a fin de tener la privación de libertad como última opción.
[bookmark: _Toc154762039][bookmark: _Toc155618007]Tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes
279. En respuesta a las recomendaciones 104.111; 104.112; 104.115; 104.116; 104.117; 104.118, sobre las medidas y esfuerzos para el combate a la trata, se informa que el Estado de Honduras ha realizado grandes esfuerzos para seguir la lucha y el combate de la explotación sexual y la trata de personas, ya que se ha seguido ejecutando los ejes de trabajo que plasma el Protocolo de Palermo. Se ha mantenido una cantidad significativa de procesos de sensibilización, capacitación y formación alcanzando entre 2020 y 2022 a 1,526,501 personas. Igualmente, se ha identificado y atendido a doscientos veinticuatro (224) nuevas víctimas y brindando seguimiento a más de ciento noventa y tres (193) víctimas; se han logrado sesenta y cuatro (64) sentencias condenatorias a setenta y nueve (79) personas. Es importante mencionar que se sigue trabajando de manera coordinada con las instituciones gubernamentales, organizaciones de sociedad civil, empresa privada y la cooperación. A continuación, se desglosan los datos antes mencionados:
	Atenciones
	2020
	2021
	2022

	Número de personas sensibilizadas
	552,044
	651,318
	323,139

	Número de denuncias
	82
	75
	101

	Número de sentencias
	12
	21
	31

	Cantidad de víctimas de trata de personas
	67
	101
	56

	Fuente: CICESCT


280. En lo que respecta al tráfico de drogas, mediante Decreto Legislativo no. 43-2023, relativo al delito de lavado de activo, se incorporó una nueva literalidad que refuerza la acción de investigación.
281. En cuanto al presupuesto de la Comisión Interinstitucional contra la Explotación Sexual Comercial y Trata de Personas, se informa que se ha incrementado cinco (5) veces el presupuesto para maximizar el trabajo en la sensibilización y formación del personal de instituciones gubernamentales, organizaciones de sociedad civil y empresa privada a nivel nacional. Igualmente, se incrementó el personal del ERI-CICESCT con la finalidad de garantizar la restitución de los derechos vulnerados de las víctimas, conformando un equipo de dos (2) doctoras, cuatro (4) psicólogos, cuatro (4) abogados y tres (3) trabajadoras sociales. Además, se abrieron cuatro (4) oficinas regionales para la atención de víctimas y se realizaron acciones de prevención, así como la aprobación del fondo de atención a víctimas que corresponde de hasta el 30% del presupuesto.
282. Adicionalmente, el ERI-CICESCT brinda un seguimiento a las víctimas de trata de personas y explotación sexual según sean las necesidades de las víctimas. En ese sentir, con SETRASS se ha realizado un paquete de formación para la identificación, atención, protección y canalización de posibles casos de trata de personas en los negocios y empresas de servicios. Ambos entes ejecutan operativos permanentes de inspección para detectar el incumplimiento de la normativa. Ante esto, existe un expediente con resolución notificada por infracciones de incumplimiento a la normativa laboral, la cual está en su estado actual para resolver el recurso de apelación en la Dirección General de Inspección del Trabajo.
283. En lo que respecta a la lucha contra la explotación sexual y trata de personas con niños, se informa que la CICESCT realiza una cantidad de sensibilizaciones en centros educativos, para sensibilizar con distintas metodologías —videos animados, trifolios, cuentos, historietas y audios que buscan traer mensajes claros y precisos— a los niños y niñas, para que tengan la apertura de informar si están siendo explotados o se les realiza algún tipo de amenazas. La intención es lograr alcanzar aproximadamente a ciento setenta y cuatro mil novecientos sesenta y ocho (174,968) niños y adolescentes; y doscientos ochenta y dos mil cuatrocientos quince (282,415) niñas y adolescentes, sumando un total de cuatrocientos cincuenta y siete mil trescientos ochenta y tres (457,383) niños, niñas y adolescentes.
284. Igualmente, SETRASS informa que, debido a la evolución del tiempo y nuevas formas de contratación, se ha tomado a bien realizar un anteproyecto de Ley de Autorización Laboral a Extranjeros en Honduras, velando por garantizar el pleno goce de sus derechos laborales, incluyendo a todas las personas trabajadoras migrantes que realicen actividades remuneradas en el país —se espera modernizar e ir de acorde a los convenios y acuerdos internacionales—. El referido anteproyecto establece un sistema de articulación con las diversas dependencias, cuya competencia los liga a la autorización laboral y para contratar personas trabajadoras migrantes, generando un registro unificado. Además, establece un mecanismo de Amnistía para que, tanto los trabajadores migrantes como los empleados, regularicen su situación cuando no cuenten con sus respectivas autorizaciones. En general, se desarrollan las reglas y procedimientos necesarios para que la ley sea efectiva.
285. Igualmente, esta incluye un apartado importante referente al trabajador migrante transfronterizo, el cual lo define como “aquellas personas trabajadoras migrantes de los países vecinos a las fronteras de Honduras”, que, conforme al déficit ocupacional, establecido en la tabla de trabajo para extranjeros que detalla las ocupaciones amparadas para ser realizadas por las personas trabajadoras migrantes, sean autorizadas para ingresar al territorio nacional.
286. La definición de trabajador migrante temporero dicta:
Son aquellas personas trabajadoras migrantes que, por razones de déficit ocupacional, son autorizadas para ingresar al territorio nacional y realizar actividades remuneradas, sean éstas cíclicas o estacionales, en relación con las fluctuaciones de la demanda de trabajo en el país, en las diferentes épocas del año.
287. Regulando y otorgando un permiso de trabajo provisional, permitiendo a una persona trabajadora migrante ejercer una actividad remunerada en Honduras, cuando se refiera a contrataciones menores a un (1) año de duración y actividades temporales, contrataciones de trabajadores migrantes transfronterizos y temporeros, siempre que no haya trabajadores nacionales que puedan optar al mismo. Igualmente, incluye la definición de asilado, refugiado y un artículo que vela por las personas solicitantes de asilo, de la condición de refugiado, de la condición de apátrida y aquellos que el Estado disponga por razones humanitarias.
[bookmark: _Toc155618008]Personas con Discapacidad
288. En lo que respecta a las recomendaciones 104.216 y 104.218, sobre los derechos de las personas con discapacidad, se informa que SEDESOL, mediante la Dirección General de Desarrollo para Personas con Discapacidad, conformó la Mesa Técnica de Reforma Integral a la Ley 160-2005 del sector discapacidad, impulsando un nuevo censo, así como las nuevas formas para atender a personas con discapacidad desde la dignidad que ellas poseen, con enfoque de derechos humanos, tratando y garantizando que toda persona tenga la atención que se merece. A través del PROASOL, se ha beneficiado a treinta mil sesenta y cinco (30,065) personas con discapacidad, con una inversión de L103,430,916.00.
289. Igualmente, SEDESOL realiza procesos de formación para los funcionarios públicos de distintas secretarías de Estado, de los cuales destaca la formación denominada Hablemos de inclusión y discapacidad, coordinada con la Escuela de Profesionalización de la Administración Pública de la Dirección General de Servicio Civil. Mediante este se abordó la temática de ajustes razonables y de accesibilidad universal para que las personas con discapacidad puedan realizar sus actividades laborales de una manera digna e incluyente.
290. La SEDESOL, de forma permanente, sensibiliza a las personas con discapacidad, quienes tramitan su carné y solicitud de ayudas técnicas. En tal sentido, se ha logrado financiar iniciativas que potencien la inclusión social de las personas con discapacidad que promuevan sus derechos, apoyen su autonomía, independencia y mejoren su calidad de vida. Es relevante mencionar que, al momento de elaboración del presente informe, el Estado de Honduras se encuentra en preparación de un programa de sensibilización sobre los términos correctos que deben utilizarse al referirse a las personas con discapacidad.
291. En cuanto a la recomendación 104.217, sobre la adopción de medidas para garantizar la participación de las personas con discapacidad, SEDESOL realizó el II Festival de la Solidaridad SOLIFEST HN, mediante la Dirección General de Desarrollo para las Personas con Discapacidad. Promovió la participación inclusiva de uno de los sectores más marginados históricamente. El 17 de agosto de 2023, SEDESOL inició el proceso de actualización de la política pública y realizó la primera asamblea con representantes del sector.
[bookmark: _Toc155618009]Personas migrantes o en situación de movilidad
292. En lo concerniente a la recomendación 104.219, sobre la protección de los derechos de los migrantes, el Estado, a través del INM, informa las siguientes medidas:
a. Se amplió la contratación de recurso humano para la identificación de perfiles vulnerables en las zonas sur, oriente, norte y occidente.
b. Construcción del Centro de Atención al Migrante Irregular con asistencia integral. 
c. Creación de la Política Migratoria para determinar la gobernanza migratoria en el país de todos los aspectos de movilidad humana.
d.  Aplicación de amnistía migratoria en busca de una regularización del estatus migratorio, evitando la migración irregular, como ya fue informado en la respuesta a las recomendaciones 104.25 y 104.95.
293. Por su parte, SEDESOL, lanzó el SIAMIR desde el Observatorio de Desarrollo Social, al momento de la elaboración del presente informe, el mencionado observatorio cuenta con más de 7.5 millones de personas censadas y más de 45.9 millones de beneficios registrados para estas poblaciones.
294. Asimismo, en octubre de 2023, el Estado mediante la SRECI adoptó el Protocolo binacional de protección y atención de niñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados entre Honduras y Guatemala. Este instrumento se constituye como referente a nivel bilateral y regional para garantizar la implementación de los estándares de protección de los menores de edad en contexto de movilidad humana en los procesos nacionales[footnoteRef:62]. Igualmente, se habilitó el SMAPS para atender a los familiares de migrantes hondureños desaparecidos / no localizados. [62:  Noticia disponible en: Honduras y Guatemala presentan Protocolo de atención a la niñez migrante no acompañada | Secretaría de Relaciones Exteriores y Cooperación Internacional (sreci.gob.hn)] 

295. En el marco del SICA, se revisó y actualizó el Plan de Acción para la Atención Integral de la Movilidad Humana.
296. En lo que respecta la recomendación 104.220, sobre aplicar un plan de reintegración para los hondureños/as, el Estado de Honduras continúa implementando el Consejo Nacional de Protección al Migrante Retornado, con la finalidad de reportar las acciones estratégicas para la atención y protección de los migrantes retornados en condiciones económicas limitadas, así como repatriaciones. En relación con la repatriación de la niñez migrante que regresa al país, ver respuesta a la recomendación 104.200.
297. En cuanto a la recomendación 104.222, sobre la adopción de una política pública integral en materia de migración, el Estado informa que el INM elaboró la Política Migratoria para lograr una articulación en los entes estatales involucrados, no gubernamentales, cooperación internacional y sociedad civil. Su objetivo es dar seguimiento a una gobernanza de la migración, la consolidación de datos; escenarios de articulación, garantías de protección de trata y tráfico ilícito de personas; centros de acogida de tránsito, centros y escenarios de migrantes; el ajuste normativo; fortalecimiento institucional; regularización laboral, bajo los principios de enfoque de género; interculturalidad; participación y poder popular; derechos humanos; y equidad, desarrollo territorial y ambiental.
298. Asimismo, el Estado continuó asumiendo el compromiso de abordar las causas estructurales de la migración irregular, la protección de las personas en condición de movilidad humana y la reinserción de los/as hondureños/as retornados, por medio de las siguientes iniciativas regionales e internacionales: MIRPS y la Conferencia Regional sobre Migración.
[bookmark: _Toc155618010]Personas desplazadas internamente por la violencia
299. En cuanto a la recomendación 104.223, sobre la continuación de los esfuerzos para la respuesta al desplazamiento, tal y como se informó en la respuesta a las recomendaciones 104.25 y 104.95, en diciembre de 2022, el Gobierno de Honduras aprobó el Decreto Legislativo 154-2022, contentivo de la Ley para la Prevención, Atención y Protección de las Personas Desplazadas Internamente; que tiene por objeto prevenir el desplazamiento interno, atender, proteger y brindar asistencia humanitaria a las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia.
300. La mencionada ley contempla una serie de medidas integrales que buscan prevenir el desplazamiento interno, tales como sistemas de alerta temprana; planes de prevención y contingencia; asistencia humanitaria; y protección de derechos afectados, como la educación, la vivienda, la tierra y la propiedad abandonada o despojada. Además, se incluyen disposiciones para el otorgamiento de capital semilla y el acceso a la justicia con el fin de alcanzar soluciones duraderas.
301. Este marco legal prevé la creación del SINARDEF, el cual consta de tres órganos de funcionamiento:
a. La CIPPDEF: actúa como la máxima instancia de decisión, deliberación y formulación de políticas del sistema.
b. La DIPPDIV: opera como el área operativa y de articulación de las medidas de prevención y protección.
c. Las UMAPPDEF: funcionan como oficinas locales para cumplir con la ley y responder en situaciones de emergencia.
302. Es relevante destacar que la OACNUDH respaldó y brindó asistencia durante el proceso de construcción y consulta para el desarrollo de la Ley. Este proceso estuvo liderado por la SEDH en el marco de la CIPPDV. Además, como parte de la estrategia de incidencia, se coordinó con organización de sociedad civil, como el Movimiento Nacional de Jóvenes de Honduras, el Centro de Desarrollo Humano, Jóvenes Contra la Violencia, el Comité de Profesores, Médicos del Mundo y Cáritas, en el desarrollo de diversas jornadas de socialización e incidencia para la aprobación de la Ley de Desplazamiento.
303. Asimismo, con el fin de velar por el goce y ejercicio efectivo de los derechos humanos de las personas desplazadas internamente, se dio atención a 331 personas víctimas de desplazamiento interno por la violencia, a través del Mecanismo de Asistencia Humanitaria en Emergencia.
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